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(Sin corregir) 


Señor Representante José Bayardi. 


Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo 
Cersósimo, Nicolás Núñez, Aníbal Pereyra, Ana Lía Piñeyrúa, Walter Souto y Jorge Zás 
Fernández. 


Señores Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, doctores Mariela 
Sassón, Eduardo Lombardi, Ricardo Harriague y Dardo Preza. 


Doctor Alberto Núñez Ponce. 


Señores Prefecto Nacional Naval, Contralmirante Federico Lebel; Director de la Marina 
Mercante, Capitán de Navío Víctor Álvez; representante de la Escribanía de Marina, 
escribano Guillermo Bonifacino; Sub Prefecto del Puerto de Montevideo, Capitán de 
Fragata Marcelo D' Anatro; y Ayudante del Prefecto Nacional de Órdenes, Capitán de 
Corbeta Pablo Calvo. 


Señores Secretarios de la Organización del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y 
Afines, José Franco Burguer y Secretario General Carlos Alberto Vega. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, integrada por la 
doctora Mariela Sassón, Ministra, y los doctores Eduardo Lombardi Presidente interino, Ricardo Harriague y 
Dardo Preza, Ministros. 


Es un placer contar con los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Como ustedes saben, ha ingresado a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración una reforma de la jurisdicción contenciosa administrativa que venía en el Mensaje del 
Presupuesto Nacional del año 2010. En su oportunidad, el Cuerpo entendió que se debían desglosar los 
artículos 18 a 47 del Mensaje del Poder Ejecutivo y enviarlos a la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. Esta Comisión decidió incorporar esta temática al orden del día y 
darle cierta celeridad al tratamiento del presente anteproyecto, en la medida en que somos conscientes de la 
carga que tiene lo contencioso administrativo sobre un Tribunal único que, supongo, se ha ido viendo 
desbordado con el devenir del tiempo dado lo que era la jurdisdicción administrativa en el pasado y lo que 
debe ser hoy. 


Los hemos invitado para que puedan hacer las consideraciones del caso, para que expongan sus fundamentos 
y las apreciaciones sobre estos artículos que hoy conforman un anteproyecto. 


SEÑOR LOMBARDI.- En primer lugar, agradecemos esta convocatoria a la que le damos particular 
significación, ya que es la primera vez que el órgano legislativo recibe en estos términos al Tribunal a 
los efectos de conocer las iniciativas que se han presentado. Esta viene a ser la tercera iniciativa que se 
presenta en los últimos diez años, puesto que en 2005 se incluyó en el anteproyecto de Presupuesto del 
Tribunal un articulado semejante a este, con el mismo objetivo, y lo mismo había ocurrido antes, creo 
que en el año 2000. Sin perjuicio de ello, en el transcurso de estos años surgieron algunas inquietudes 
relacionadas con el problema que nos convoca hoy, que se expresaron de distinta manera. Por ejemplo, 
en 2007, conjuntamente con el Colegio de Abogados, se elaboró un anteproyecto de ley con la finalidad 
de desarrollar el Artículo 320 de la Constitución, pero por diversos motivos no tuvo recepción en el 
ámbito parlamentario. Evidentemente esto pone de manifiesto que hay una inquietud, ya de cierto 
tiempo atrás, para poder concretar la propuesta que hicimos en el proyecto del año pasado. Inclusive, 
podemos mencionar también algunas ideas que hace algunos años se vienen planteando con respecto a 
una reforma constitucional que involucre al Tribunal de lo Contencioso Administrativo sobre la base 
de una fusión con la Suprema Corte de Justicia. Se trata de la creación de un solo Tribunal superior, o 
de un Tribunal Constitucional y de lo Contencioso Administrativo separado de la Suprema Corte de 
Justicia, como se planteó por parte del Colegio de Abogados. Esto es una especie de panorama de lo 
que ha ocurrido en los últimos años con respecto a esta cuestión que hoy nos convoca. 


Una necesaria referencia que tenemos que hacer es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo existe 
desde 1952, cuando finalmente, luego de haberse propuesto en 1934 en la reforma constitucional la creación 
de un Tribunal de estas características, por disposiciones transitorias de la reforma de 1952 se hizo efectivo y 
se instaló. Estamos por cumplir sesenta años de existencia sin que haya habido modificaciones en su 
estructura orgánica, salvo esto lo digo meramente como anécdota los Juzgados de lo Contencioso 
Administrativo, de instancia, que se crearon en la época de la dictadura, que tuvieron poca incidencia en 
cuanto a la estructura y organización del organismo y que desaparecieron una vez reinstalada la democracia 
en 1985. De manera que este Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene la misma estructura orgánica 
con la que nació. Como bien señaló el Presidente de la Comisión, el Tribunal tiene una característica que vale 
la pena señalar: es un ámbito jurisdiccional que desarrolla su actividad en todo el territorio nacional y que 
actúa en instancia única. Es un Tribunal de cinco miembros integrado por Jueces de carrera nosotros tenemos 
más de treinta años de carrera en la magistratura que tiene que resolver en única instancia los conflictos que 
generan los actos administrativos dictados por el Estado en cualquiera de sus múltiples bocas de salida 
llamémosle así, desde la Presidencia de la República hasta un órgano desconcentrado, una Intendencia 
Municipal. Para ejemplificar o graficar el amplísimo espectro de situaciones a que puede estar abocado el 
Tribunal en cuanto a resolución de conflictos, podría decir que podemos dictar sentencia respecto del 
cuestionamiento de un Decreto Reglamentario dictado por el Poder Ejecutivo como, por ejemplo, el Decreto 
que reglamenta la ley que creó el Impuesto a las Personas Físicas, con toda la trascendencia que ello tendría 
esto lo pongo en el plano de la hipótesis, porque no recuerdo que haya sido impugnado, pero también sobre 
una multa de tránsito impuesta por un inspector de tránsito de una Intendencia y confirmada por el Intendente 
respectivo, que puede lesionar el derecho de un ciudadano, ya que por estas cuestiones también se recurre el 


Tribunal. Entonces, ello implica que haya una enorme cantidad de asuntos a tratar que no están clasificados, 
que podrían estarlo si tuviéramos órganos de inferior instancia en donde se dilucidaran los asuntos de menor 
importancia, los que podrían ser resueltos en instancia única, tal como proponemos en el proyecto. 


Si el señor Presidente de la Comisión me permite, voy a leer un trabajo que escribió el profesor Enrique 
Sayagués Laso en 1952 con respecto a la importancia y necesidad del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, o el contencioso administrativo de anulación lo llamo así teniendo en cuenta el objetivo que 
propone la Constitución con este Tribunal, que se había creado ese año. En este trabajo el profesor Sayagués 
Laso hace un comentario sobre el artículo 320 de la Constitución, que es el que permite a la ley crear estos 
órganos inferiores dentro de la jurisdicción, y se pregunta: "¿Qué opinión nos merece eta disposición, en 
cuanto prevé la creación de órganos subordinados?", y se contesta diciendo: "Creo que la solución ha sido 
acertada; más todavía, creo que desde ya debiera irse a la instalación de tales órganos como medio de 
simplificar la labor intensa que tendrá el Tribunal.- Por otra parte, tendría varias ventajas: en primer lugar, 
aseguraría el doble examen de los litigios en la jurisdicción contenciosa administrativa. La instancia única no 
es la solución ideal, desde que siempre existe la posibilidad de error, no solo por el planteamiento equivocado 
que pueda hacer la propia parte, sino porque el Tribunal deberá estudiar problemas muchas veces nuevos y 
complejos. En segundo término, la creación de órganos de primera instancia en esta materia haría que el 
diligenciamiento de las pruebas en los casos que resulte necesario se realizara ante los órganos de primera 
instancia, quedando al Tribunal de lo Contencioso Administrativo la función más elevada y más delicada, de 
pronunciarse en segunda instancia sobre un expediente cuya tramitación y primer fallo tuvo lugar en la 
primera". 


Creo que este anuncio que hizo el profesor Sayagués Laso hace sesenta años sobre lo que podría ser la 
situación efectiva del Tribunal en el cumplimiento de sus funciones, es bastante explícita y tiene mucho 
fundamento con respecto a lo que nosotros hemos planteado. Lo que nosotros buscamos es que el acceso a la 
justicia administrativa sea acorde a la realidad de nuestro país. Si bien tenemos un territorio relativamente 
pequeño, es cierto que si un litigante, un administrado de, por ejemplo, Bella Unión, Artigas, Rivera, Cerro 
Largo o Melo ubiquemos la situación donde nos parezca tiene un conflicto con la Administración, 
evidentemente, tendrá un problema si debe venir a Montevideo o si debe delegar en un abogado de la capital 
el asesoramiento de su conflicto. 


Por lo tanto, a través de este desarrollo del organismo nosotros buscamos que haya una tutela efectiva de los 
derechos de los ciudadanos, en el sentido de que puedan obtener un pronunciamiento oportuno de su 
conflicto. Digo esto porque a través de las sentencias hemos tenido que resolver situaciones que se generaron 
cinco o seis años atrás; en ocasiones, luego de cursar los recursos administrativos, los interesados promueven 
la demanda ante el Tribunal y este, por la acumulación de asuntos que tiene, puede llegar a demorar. Además, 
también hay que tener en cuenta las características del procedimiento con que actúa, que es obsoleto, ya que 
sustancialmente se basa en el Código del Proceso Civil del Siglo XIX y no en el actual Código General del 
Proceso que nos rige desde 1989. Entonces, esas circunstancias aunadas llevan a que el pronunciamiento del 
Tribunal, generalmente, sea tardío. Además, en ocasiones las consecuencias del pronunciamiento no se 
trasladan a lo que efectivamente busca el administrado o litigante, ya que es imposible reconstruir la 
situación existente antes de dictarse el acto impugnado. 


Estas son las razones que tenemos para propiciar este proyecto. Entre ellas podemos incluir otra que no es 
menor y que hoy por hoy debe plantearse en forma expresa; me refiero al costo de esta reforma. Nosotros 
consideramos que tiene un bajo costo, entre otras razones, porque muchas de las tareas que se pondrían a 
cargo de los Juzgados en caso de que se aceptara su creación ya las desempeña el Tribunal, con sus 
funcionarios. Por esta razón, solo se debería trasladar a determinada cantidad de funcionarios de una oficina a 
otra y no sería necesario crear una gran cantidad de cargos. Con los Jueces ocurriría casi lo mismo, porque 
actualmente contamos con asistentes, que son abogados especializados en la materia que nos asisten en 
nuestra función que están altamente capacitados para, eventualmente, desempeñar esos cargos. O sea que, sin 
ser lo principal, también puede ser un argumento coadyuvante a nuestra iniciativa el hecho de que se trate de 
una reforma de bajo costo. 


En grandes líneas estas serían las razones por las cuales venimos a fundamentar el proyecto que enviamos el 
año pasado al Parlamento, junto con el Presupuesto. 


SEÑORA SASSÓN.- Quisiera agregar que esta no es una iniciativa solo nuestra, sino también de todos 
los abogados y de los institutos de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de la República e, inclusive, de otras universidades, como la Universidad Católica o la Universidad de 
Montevideo, que se han propuesto que este proyecto salga adelante. 


El primer anteproyecto de ley a que se refería el doctor Lombardi fue iniciativa del doctor DelPiazzo y del 
doctor Cajarville conjuntamente. Sé además que muchos compañeros de los señores Diputados, del Poder 
Legislativo, también han trasmitido la necesidad inminente de que esto ocurra. 


Lo que expresaba el doctor Lombardi, haciendo referencia a Sayagués Laso, se puede ampliar a todos los 
demás administrativistas como Casinelli. 


El año pasado realizamos unas jornadas relativas a la reforma de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo porque se consideraba imperioso. El doctor Pérez Pérez hizo una mención en la que tenía toda 
la razón. Señalaba que en el año 1951, cuando se realizó la reforma de la Constitución que fue aprobada en el 
año 1952, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no tenía asuntos para tratar porque recién se creaba, 
mientras que el Poder Judicial tenía cuatro tribunales de apelaciones y ahora tiene dieciséis cuando la 
cantidad de habitantes sigue siendo prácticamente la misma, además de una cantidad de Juzgados que se han 
creado. En el Tribunal seguimos siendo los mismos. Somos Jueces desde hace 36 años casi todos tenemos el 
mismo tiempo en la magistratura y actuamos como jueces de primera instancia, como jueces de paz. Todos 
los años que hemos pasado, porque fuimos todos Ministros de Tribunales de Apelaciones por quince o 
dieciséis años, volvemos al principio. Creo que es algo, diría, desperdiciado y la excelencia se pierde. No sé 
si éste es un requisito importante para ustedes, pero creo que en la cantidad de trabajo la excelencia se pierde 
que, en lo personal, considero fundamental preservar; se trata de un requisito fundamental para las sentencias 
y las decisiones de un Tribunal como este que fíjense cómo está creado en la Constitución de la República. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Queremos decir que nos parece por demás justificada esta reforma; es 
imprescindible y, como bien se ha expresado, desde hace unos cuantos años se tendría que haber 
adoptado en algunos aspectos vinculados con la cantidad de casos que acceden al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


En la práctica, se ha tratado de mitigar ese problema poniendo un buen contralor en mesa de entrada. Allí se 
hace un estudio exhaustivo de los asuntos que se inician lo que ha permitido, en algunos casos, evitar el 
ingreso de acciones o demandas que iban al fracaso de antemano y que, a su vez, iban a insumir tiempo al 
Tribunal. Pero no es lo mejor. La mejor manera es la que se está planteando, sobre todo en este momento. 


Ustedes deberán tener conocimiento de la importancia que le ha dado el Gobierno sobe todo los partidos 
políticos a la asociación de público y privado. Esto va a generar una serie de instancias de relacionamiento en 
donde va a tener competencia el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Como garantía que es lo que 
más se exige en esta nueva experiencia, es un instrumento fundamental para el administrado así como para la 
Administración, en especial en lo que refiere a la regularidad de los actos jurídicos que se dictarán en mayor 
cantidad y a la importancia en cuanto a monto y trascendencia para la vida económica del país y la sociedad 
en su conjunto. Por todo esto es importante esta reforma. 


Quisiera saber si tienen conocimiento de un anteproyecto que se está manejando para comenzar a buscar esas 
garantías que una reforma de esta naturaleza va a tener en nuestro país. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Es uno de los fundamentos de este proyecto descongestionar el trabajo 
del Tribunal. 


Quisiera saber si cuentan con datos concretos sobre la cantidad de asuntos que maneja el Tribunal, la cantidad 
de asuntos que ingresa por año y si tienen estimado el promedio que demora cada expediente en ser resuelto. 


SEÑOR LOMBARDI. No vinimos preparados para informar sobre esos aspectos porque creímos 
pertinente que como primer acercamiento al tema explicáramos los fundamentos jurídicos 
constitucionales y hasta doctrinarios, si se quiere, para fundamentar esta iniciativa. 


Por cierto que tenemos información y estamos dispuestos a proporcionarla apenas la podamos organizar. 
Diría que en una visión macro de la función del Tribunal les puede servir como dato el hecho de que el año 
pasado dictamos aproximadamente mil doscientas sentencias. Al día 3 de marzo de este año recuerdo el 
número porque es reciente firmamos la sentencia número 159 y téngase en cuenta que se empieza a contar 
desde febrero porque, como ustedes saben, durante el mes de enero tenemos la feria judicial. La cantidad de 
asuntos que se resuelve es muy importante 


En cuanto a la duración, por la cantidad de asuntos que hay y por el sistema procesal que se aplica, en general 
son trámites demorados. Ocurre que de pronto estamos resolviendo asuntos iniciados en el Tribunal en el año 
2008 o 2009 y algunos más antiguos todavía. A eso hay que sumarle, visto desde la óptica del ciudadano, del 
administrado, el tiempo que le haya insumido agotar la vía administrativa, es decir, haber agotado los 
recursos que ante la propia Administración tenía para defender su posición. 


Evidentemente, la efectividad de nuestro trabajo puede calificarse como pobre. La prontitud, la oportunidad 
de la sentencia hace mucho al contenido de justicia. Couture decía que, en el proceso, el tiempo no es oro 
sino que es justicia. En este caso sería puntualmente aplicable; no parece razonable que estemos tres años 
para resolver una situación que muchas veces no tiene gran trascendencia; de pronto se trata de sanciones 
administrativas por razones disciplinarias. 


Una vez recuerdo haber fallado en un asunto en el cual el actor, el demandante, en el transcurso del proceso, 
murió; pedía una jubilación por incapacidad debido a una enfermedad, pero la enfermedad lo mató antes de 
que el Tribunal le diera la razón. Son esas cosas que impactan y uno se pregunta qué eficacia tiene lo que está 
haciendo cuando se demora tanto. 


Quiero decir que estamos en condiciones de, al menor tiempo posible, proporcionar a la Comisión todos los 
datos pertinentes para informar sobre la cantidad de asuntos, las sentencias dictadas, en fin, para proporcionar 
toda la información que tengamos al respecto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero reiterar el planteo que hice con relación a qué importancia consideran 
que tiene esta reforma a la luz de la futura aprobación de una ley sobre asociaciones público privadas. 
También me gustaría saber si piensan que es necesaria para una mayor garantía en ese tipo de 
legislación. 


Tratando de comprimir las preguntas, me referiré a dos aspectos. 


En primer lugar, con respecto al artículo 19, quiero saber cómo visualizan el régimen de movilidad territorial 
de los tribunales, que se instalan en diversas épocas en distintos puntos del país. Nos parece importante esta 
movilidad, pero queremos que nos expliquen cómo funciona. 


En segundo término, en el artículo 37 se establece que se puede apelar a la acción reparatoria del artículo 312 
de la Constitución de la República sin que sea necesaria la previa interposición de recurso administrativo 
alguno, lo que me parece un avance muy importante para las garantías del administrado. 


SEÑOR LOMBARDI.- Cuando pensamos en la necesidad de esta reforma, no focalizamos en ninguna 
situación concreta, es decir, no nos proyectamos hacia una futura legislación, sino que como explicamos 
lo hacemos sobre la base de lo que vimos hacia atrás, que ya lo advertía el profesor Sayagués Laso en el 
año 1952. De manera que no tenemos una opinión puntual con respecto a lo que pueda significar una 
reforma o la aplicación de una ley sobre asociación pública privada, porque todavía no existe esa ley 
mal podríamos proyectar una reforma para una legislación que todavía no se ha llevado a cabo y, 
además, porque no proyectamos reformas en función de una situación puntual. Consideramos esto 
desde el punto de vista del funcionamiento del Tribunal como organismo propio del Estado de derecho 
en un funcionamiento eficaz. Ese es el objetivo que perseguimos por medio de esta reforma. 


Con respecto a la instalación y funcionamiento de los órganos inferiores, no nos podemos comparar con el 
Poder Judicial en cuanto a la cantidad de órganos jurisdiccionales con que cuenta para atender todas las 
causas que se presentan. Planteamos la creación de seis cargos de jueces pensando en que tres jueces tuvieran 
jurisdicción territorial en Montevideo o, a lo sumo, en Montevideo y en Canelones, y que los otros tres jueces 
tuvieran sede en una ciudad, regionalizándolos en cuanto a su jurisdicción, con facultades itinerantes, esto es, 


instalando su despacho en otra ciudad, dentro de la jurisdicción, cuando la causa lo reclame. Debemos tener 
en cuenta que si vamos a plantear que los procesos ante los jueces de instancia se sigan mediante el sistema 
del Código General del Proceso, ello implicará juicios en audiencia, inmediatez del juez respecto de las 
partes, lo cual la mayoría de las veces requiere presencia personal. Acercar los jueces a cierto agrupamiento 
de departamentos como una sede central no necesariamente debe llevar a que los ciudadanos de la región se 
trasladen; puede ocurrir que sea el juez el que deba trasladarse, por razones circunstanciales, que se 
explicarán. Lo que estamos haciendo es habilitar la posibilidad de que el juez se traslade a otra localidad, 
dentro de su jurisdicción, para cumplir mejor con su cometido. 


En cuanto a la disposición establecida en el artículo 37, supondría un adelanto por lo menos, desde mi punto 
de vista por cuanto saltea el agotamiento de la vía administrativa que hoy en día es una necesidad para 
recurrir a reclamar la reparación del daño que pueda haber producido un acto administrativo. ¿Por qué? 
Como explicaba antes, muchas veces ello es causa del alargamiento, de la demora en obtener un 
pronunciamiento eficaz sobre el derecho que se reclama. A efectos de hacer una referencia al Derecho 
Comparado, me consta que en algunos países directamente se ha suprimido la vía administrativa. Por 
ejemplo, en Costa Rica no existe la vía administrativa porque han organizado, dentro de su Poder Judicial no 
han creado una jurisdicción diferente, una rama contenciosa administrativa, con diversos órganos, que 
directamente resuelve ante quienes se plantean las contiendas, con el acortamiento lógico de los procesos. 
Muchas veces, notamos que los argumentos de debate que se utilizan en el ámbito administrativo, luego se 
repiten en la vía jurisdiccional; se advierte que es una pérdida de tiempo. Ese es el fundamento de la norma. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Hay un tema que es muy importante y sobre el cual considero que sería 
bueno que quedara sentada en la versión taquigráfica una fundamentación expresa por parte de 
ustedes. Me refiero a lo establecido en el artículo 36 con relación al efecto de la sentencia. Sabemos que 
las sentencias tienen efecto únicamente entre las partes, a pesar de que la Constitución de la República 
prevé algo diferente en determinados casos. Con esta norma se trata de buscar otras alternativas, 
ampliando esos mecanismos. Creo que sería importante que se explayaran sobre este tema. 


SEÑOR LOMBARDI.- Se trata de una experiencia inicial en el desarrollo del Contencioso Anulatorio. 
Nosotros no podemos desconocer lo que dice actualmente la Constitución de la República en cuanto a 
que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo podrá disponer en sus sentencias que el fallo podrá 
tener efectos generales y absolutos. Entendimos que dar esas facultades a los jueces de instancia, en el 
inicio de este desarrollo, podría significar una pérdida de garantías por cuanto las sentencias estarían 
dictadas por jueces que inician su carrera, que tendrían una experiencia menor a la que tenemos los 
que estamos ocupando los cargos actualmente, los que vengan en nuestro lugar o los que ya estuvieron 
antes. Como todos sabemos, se accede a este Tribunal como culminación de la carrera de la Judicatura. 
Por tanto, reservamos al Tribunal de lo Contencioso Administrativo la posibilidad de hacer esa 
declaración, que evidentemente tiene más trascendencia como fallo que la resolución del conflicto 
particular del ciudadano con el Estado. Al dar efecto general y absoluto, se amplía mucho más el efecto 
de la sentencia. Desde ese punto de vista, entendimos que era más garantista que ese efecto lo diera el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y no el juez de instancia que fallara. 


Como expliqué anteriormente, esa potestad está atribuida al Tribunal de lo Contencioso Administrativo por la 
Constitución de la República, de manera de no podríamos cambiarlo mediante una ley. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Queremos hacer referencia a otros aspectos que nos parecen destacables y, en 
alguna medida, innovadores, que marcan mayor claridad en este proyecto. 


En el artículo 22 se marca la importancia, precisamente, de lo que expresé en materia de licitaciones. Me 
refería a que el proyecto de asociación público privada va a estar basado, precisamente, en el proceso de 
contratación del Estado, sobre todo, en base a licitaciones. En este proyecto, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo se reserva la competencia a partir de los $ 20:000.000 reajustables. Se tendrán dos instancias. 
Eso muestra la importancia de esta estructura institucional para atender la proliferación de licitaciones que 
habrá. 


El punto 3* dice: "...de actos de adopción de medidas prontas de seguridad". Me gustaría que se informe 
cómo fue discutido esto y si hay interpretaciones en cuanto a la competencia para intervenir con respecto a 


las medidas prontas de seguridad que se dieron a principios y fines de la década del cincuenta, durante la 
década del sesenta y a principios de la década del setenta. 


Con respecto a la ejecución de la sentencia que es cuando el administrado encuentra mayor dificultad para su 
cumplimiento, se consagra, previa intimación, la posibilidad de las conminaciones económicas que prevé el 
Código General del Proceso. No sé si hasta ahora el Tribunal aplica esto, que va a requerir un cuidado muy 
especial por parte de la Administración Central y de los demás órganos del Estado, en cuanto a hacer las 
previsiones necesarias para que no se incremente el monto cuando se presenta este tipo de contencioso. 


Por otra parte, el pasaje a la Justicia penal por resistencia a una orden judicial hasta ahora ha tenido 
andamiento, pero no sé si ha dado en la jurisdicción penal. 


Me parece que son aspectos muy importantes para dar garantía al administrado, y vale la pena destacarlos. 


SEÑOR PREZA.- Quiero resaltar que esta ha sido una preocupación constante de la cátedra de 
Derecho Administrativo. En distintos congresos reiteradamente han señalado esa falencia que en cierta 
manera hoy tiene el Tribunal. Es decir que no dispone de facultades efectivas para el cumplimiento de 
la sentencia. A pesar de que desde la cátedra nos han señalado que existe la posibilidad de ejecución 
coactiva cuando la Administración no cumple, en los hechos como señaló el señor Presidente carecemos 
de una potestad legal como la que prevé el Código General del Proceso, que no se aplica en nuestra 
Administración debido a su vetustez y todo lo que eso implica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me interesa otra parte de la pregunta del señor Diputado Cersósimo, y tiene 
que ver con la disposición contenida en el artículo 22 del proyecto en cuanto a conocer la instancia 
única en los actos de adopción de medidas prontas de seguridad. Por lo tanto, a la luz de lo analizado, 
me gustaría saber qué reflexión le merece a las autoridades del Tribunal. 


SEÑOR PREZA.- La adopción de medidas prontas de seguridad es una decisión que toma el Poder 
Ejecutivo, que en un tiempo fue discutida en cuanto a la posibilidad de recurrencia, porque es 
considerado un acto de gobierno y, como tal, no podía ser impugnado ante los órganos jurisdiccionales. 
Nosotros entendemos que es procedente incluir este asunto dentro de la jurisdicción del Tribunal 
porque consideramos que se trata de un acto de la Administración capaz de provocar lesión a las 
personas. Por lo tanto, extendemos la tutela jurídica a ese tipo de actos. Esta es básicamente la razón 
por la cual incluimos este tipo de actos en la competencia originaria del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑOR HARRIAGUE.- Para el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, debido a su naturaleza, 
este asunto solamente implica un control de legalidad, no de oportunidad y conveniencia. Nosotros no 
juzgamos los actos administrativos del Estado, persona pública mayor o menor, desde otro punto de 
vista que no sea la legalidad. No analizamos las cuestiones de oportunidad y conveniencia porque está 
expresamente prohibido para nosotros. Es decir que el control sería exclusivamente de legalidad. O 
sea, si ese acto administrativo fue dictado conforme a derecho, es decir, cumpliendo los requisitos que 
la Constitución y la ley le imponen al organismo que dicta cualquier acto administrativo. A veces, 
quienes no están muy consustanciados con el Derecho Administrativo, pasan por alto este aspecto. 
Reitero que nosotros realizamos exclusivamente un control de jurisdicidad o legalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, la declaración de medidas prontas de seguridad es un acto 
esencialmente político. El Gobierno evalúa determinada situación política y, en función de sus 
potestades constitucionales, decreta o no las medidas prontas de seguridad. Está obligado a comunicar 
a la Asamblea General, que puede exigir o no el levantamiento de las medidas prontas de seguridad. 
Este es el mecanismo de funcionamiento del instituto de las medidas prontas de seguridad. Por lo tanto, 
la aplicación la determina el Poder Ejecutivo en función de una potestad constitucional. 


La declaración de medidas prontas de seguridad es muy subjetiva, porque puede ser una percepción 
compartida o no por la población. Sí debe ser compartida por la mayoría de la Asamblea General para poder 
mantenerlas. Entonces, una cosa son los actos que puedan emanar de la adopción de medidas prontas de 
seguridad y otra es el acto de declaración de medidas prontas de seguridad. No tengo dudas de que las 


cuestiones que emanen de la situación del estado de medidas prontas de seguridad afectan un interés directo, 
personal y legítimo de quien piensa que debe ser reparado. Podemos pensar en cualquier circunstancia, pero 
no tanto en la adopción declaratoria de medidas prontas de seguridad. 


SEÑOR PREZA.- De ninguna manera está en el espíritu de la previsión, que el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo pueda adoptar medidas frente a una decisión de contenido eminentemente 
político y de carácter general. Para dar un ejemplo, se me ocurre que en un estado excepcional como 
son las medidas prontas de seguridad, determinada medida concreta que dictare un órgano de la 
Administración o el Poder Ejecutivo que fuere de un contenido claramente arbitrario y afectare el 
interés directo, personal y legítimo de una parte, habilitaría a la comparecencia ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


SEÑOR LOMBARDI.- Esta preocupación del señor Presidente nos puede llevar a que ajustemos la 
redacción del inciso 3, porque cuando dice: "...de actos de adopción de medidas prontas de 
seguridad", debería decir: "de actos adoptados en función o en base a medidas prontas de seguridad". 
De ninguna manera nosotros pretendíamos sustituir a la Asamblea General para regular la 
oportunidad de la adopción de las medidas prontas de seguridad. Por lo tanto, podemos corregir el 
texto propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un conjunto de referencias que venían en el articulado original y, como 
fue desglosado, ahora hay que buscar no ya en el proyecto de Presupuesto sino en el que ingresó 
originalmente. La Secretaría me acota que es un trabajo que se puede hacer pero, tal vez, podamos 
contar con la buena voluntad de los integrantes del Tribunal, pues seguramente esta instancia no será 
la última en la que nos reunamos con respecto a esta iniciativa. 


De ser posible, quisiera que se realice la revisión en función del proyecto original, que se nos envíe lo que 
entiende el Tribunal con respecto a las normas referidas o que, eventualmente, se incorpore nuevos artículos 
dado que se hace referencia a disposiciones que ya no figuran en esta iniciativa y, tal vez, hay problemas de 
armonización. 


Me acota la Secretaría que el próximo mes comenzaremos con algunas definiciones con respecto a las 
modificaciones del Código General del Proceso, iniciativa que fue trabajada junto a los integrantes de la 
Suprema Corte de Justicia y del Instituto de Derecho Procesal. Tratamos de que eso se armonizara entre el 
ámbito jurisprudencial y el más doctrinario, y se nos acercó un anteproyecto del CGP que está acordado entre 
esas dos instituciones. Como hay muchas referencias en el proyecto, voy a acercar a los integrantes del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo para una futura visita- el material que nuestra Secretaría preparó 
con respecto a las posiciones y a lo que quedó acordado entre ambas instituciones, pues nos interesa conocer 
su punto de vista. 


Dejaríamos el análisis para la próxima instancia pues pienso que debemos tener más detalles procesales del 
articulado. Podemos plantear esto como un método de trabajo, contando con la buena voluntad del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. 


Me animaría a decir que es entendible y compartible por el conjunto de los legisladores el hecho de acelerar 
la posibilidad de que en el marco de una sociedad democrática también haya respuestas rápidas desde el 
punto de vista jurisdiccional porque el administrado siempre está en inferioridad de condiciones frente a la 
Administración. No se trata de un litigio entre dos iguales. Creo que el acceder rápidamente a la solución de 
lo planteado, también hace a la construcción de la sociedad democrática. 


Si podemos acordar esta forma de trabajo, estaríamos solicitando una revisión desde la perspectiva de los 
artículos referidos con relación al Presupuesto y que hoy no figuran porque fueron desglosados; me refiero 
concretamente al artículo 5. 


Vamos a entregarles un comparativo a sobre el Código General del Proceso para evitar discutir dos veces en 
un mismo año una reforma que, después para tenerla de vuelta, sabemos lo que cuesta. 


SEÑOR LOMBARDI.- De acuerdo con el razonamiento del señor Presidente, podemos hacer lo 
siguiente. Dado que se ha desglosado lo que teníamos en el Capítulo II de nuestro proyecto, podríamos 
tomarlo como una unidad y en lugar de comenzar por el artículo 18 lo haríamos por el artículo 1” y los 
armonizaríamos con las normas aprobadas en la Ley de Presupuesto que, obviamente, cambiaron la 
numeración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Perfecto! 


SEÑOR LOMBARDI. Sería de interés que se escuchara a algunas instituciones como el Instituto de 
Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho, pues ha estudiado este tema desde un punto de 
vista doctrinario y podría hacer aportes muy interesantes, sobre todo, porque desde hace cinco años 
nosotros organizamos anualmente eventos académicos en el que consideramos temas inherentes a 
nuestro funcionamiento, y esta es una temática recurrente que ha sido objeto de opinión por parte de 
catedráticos de Derecho Administrativo, generalmente en el sentido que nosotros proponemos. 


SEÑOR HARRIAGUE.- Voy a expresar una opinión personal. Muchas veces he escuchado críticas con 
respecto a la falta de garantías en la única instancia. En este proyecto, para determinados casos, 
nosotros seguimos manteniendo la única instancia. El problema es cómo estuvo pensada esta forma de 
proceso contencioso administrativo. Se hizo teniendo presente como marca la Constitución de la 
República toda una vía administrativa, que en general involucra dos recursos a veces tres, que en los 
hechos al administrado, con suerte, no le lleva menos de un año. Si a eso le agregamos un 
procedimiento administrativo símil del Poder Judicial, esa persona tendría que transitar otras dos 
instancias en la vía jurisdiccional, inclusive, si hubiera casación ante los otros. Se imaginará que la 
persona que está discutiendo un ascenso mal hecho o una sanción mal impuesta pasaría entre cinco y 
ocho años con todo esto, y que cuando llega la sentencia ya no le importa. A su vez, la Administración 
no podría recomponer la situación porque hubo ascensos en cascada. 


La única instancia prevista constitucionalmente nos incluía a nosotros el conocimiento de la cuestión 
administrativa está pensada desde ese punto de vista. Ahora bien, si se pensara cambiar las segundas 
instancias y las casaciones como ocurre en otros países habría que dejar sin efecto la vía administrativa 
porque esta supone el pronunciamiento del jerarca que dictó el acto, del superior, y después la de la vía 
jurisdiccional. 


Entonces, no podemos olvidarnos de ese fino equilibrio que hay que mantener entre el interés del 
administrado, el Estado y el propio órgano jurisdiccional. Ahora nos damos cuenta de que realmente nuestras 
decisiones llegan tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quería introducirme en algunos aspectos que acaba de plantear el doctor 
Harriague. 


Comparto que en cualquier vía Justicia ordinaria, jurisdicción penal los tiempos son determinantes. 
Imagínense qué se siente estar procesado en una causa criminal y estar arrastrando el procesamiento sin saber 
si habrá condena o no. Usted presume, pero no sabe si habrá condena, y se puede acceder a la apelación una 
vez que exista sentencia primaria. Esto es en todas las vías, y en la administrativa también. | No quiero 
introducirme en ciertas cuestiones que tienen que ver con algunos plazos con los que deberían contar los 
Jueces para dictar sentencia; no quiero entrar en eso ahora. Los invitamos a otra instancia para afinar con más 
detenimiento estos aspectos, luego de haber escuchado a la Cátedra, que obviamente vamos a invitar. Pero 
tomamos la preocupación del doctor Harriague para conversar con más detenimiento a fin de conocer cómo 
se ve este tema desde el otro lado del mostrador, es decir, desde la perspectiva de quienes están obligados a 
terminar dictando, para ver cómo podemos ganar en celeridad, que creo que ese es el objetivo central del 
proyecto presentado. 


Entonces, si estamos todos de acuerdo, los volveremos a invitar. Les agradecemos que revisen el proyecto a 
la luz de haber sido desglosado y a la luz de las eventuales modificaciones que están planteadas para el 
Código General del Proceso, y nos hagan llegar sus puntos de vista para tenerlos presentes a la hora de 
discutir las modificaciones al CGP. También como me acotan los invitados que nos envíen las cifras que 
pidió el señor Diputado Zás Fernández. 


Agradecemos la presencia de la señora Ministra y de los señores Ministros del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Los esperamos en otra oportunidad. 


(Se retiran de Sala los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


——- Se pasa a considerar el primer punto del orden del día: "Elección de Vicepresidente", que fue 
postergado en anteriores oportunidades, y para lo cual hoy, tengo entendido, hay humo blanco. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Proponemos a la doctora Piñeyúa para ocupar la Vicepresidencia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——— Ocho en nueve: AFIRMATIVA. 


Siempre se dice que se le da la palabra a aquel que no votó para que vote, cuando en realidad ese es el punto 
de vista reglamentario cuestionable. 


Tiene la palabra la señora Diputada Piñeyrúa. 
SEÑORA PIÑEYRÚA.- Voto por el señor Diputado Borsari Benna. 


Ha sido designada como Vicepresidenta la señora Diputada Ana Lía Piñeyrúa. 


Con respecto al tema en cuestión, quiero informar que hay un proyecto presentado por los señores Diputados 
de Toro, Pozzi y Pedreira, y otro que también refiere a modificaciones del Código General del Proceso, 
presentado por el señor Diputado Goñi Romero. La semana pasada hablé con la señora Diputada Piñeyrúa 
respecto a este tema. Pediría que los consideráramos en forma conjunta para formarnos opinión y ver cómo 
queda el proyecto definitivo, aunque el invitado viene aparentemente, por el texto del proyecto que conoce. 
Veremos si hace referencia a otras normas, pero a los efectos de los miembros de la Comisión, estamos 
incorporando la discusión y el tratamiento de los dos proyectos: el de los señores Diputados de Toro, Pozzi y 
Pedreira y el del señor Diputado Goñi Romero. 


(Ingresa a Sala el doctor Alberto Eduardo Núñez Ponce) 


——— La Comisión tiene el gusto de recibir al doctor Alberto Eduardo Núñez Ponce, a solicitud de parte, para 
pronunciarse y ser escuchado respecto a un anteproyecto de ley que está a consideración de la Comisión, que 
tiene que ver con el embargue y arresto de buques de bandera nacional o extranjera. Ya nos hizo llegar una 
consideración por escrito, pero como nos ha solicitado ser recibido, lo estamos haciendo. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Soy el chileno, el gran fantasma del que se habla en las noticias. Soy 
ciudadano legal uruguayo desde 2008 y vivo con mi familia desde 1998 permanentemente en Uruguay. 
Me revalidaron los estudios y estoy ejerciendo desde 2000, y, casi por accidente, en el tema de los 
buques de pesca de bandera extranjera. Quiero manifestarles de manera anecdótica que, 
curiosamente, quise buscar un nicho donde no tuviera que andar a los codazos con los abogados 
uruguayos en temas uruguayos, y después de once años de ejercer en esta materia me encuentro frente 
a ustedes. No pretendo en lo absoluto que se considere que vengo a dar recetas ni a formular soluciones 
mesiánicas: simplemente me sentí obligado a pedir que me escucharan porque hay una serie de 
inexactitudes que se han planteado, no solo en notas de prensa y televisión, sino principalmente a nivel 
del proyecto mismo, que me han inquietado. Por ese motivo les he pedido que me escucharan, y les 
agradezco que lo hagan. 


Lo primero que debo señalar es que en lo que tiene que ver con el embargo de los barcos ocurre una situación 
muy especial. Debe distinguirse primero si se trata de buques de bandera nacional o de bandera extranjera. A 
los buques de bandera nacional nunca se les prohíbe el zarpe, no porque sean de bandera nacional sino 
porque existe un tema de unidad económica que los hace salir a navegar, pero en la jurisdicción uruguaya, 


dentro de las doscientas millas marítimas: el buque no sale de las fronteras. Es lo mismo que cuando se 
embarga un camión: sigue haciendo fletes, cargas, etcétera, por las rutas nacionales y hasta que no llega el 
momento de la eventual ejecución o remate el camión no es retirado de circulación. Con los buques de 
bandera nacional ocurre exactamente lo mismo. Todos los buques de bandera nacional de más de cincuenta 
toneladas de registro bruto deben ser inscriptos en la Escribanía de Marina que funciona en Montevideo, en la 
Prefectura Nacional Naval. Por tanto, hay un registro de todos los buques de bandera nacional embargados y 
no hay ningún peligro para el eventual trabajador ganancioso de poder ejecutar su crédito. Sin embargo, el 
buque de bandera extranjera no tiene ese registro en Uruguay, por lo cual el buque se puede ir y no volver 
nunca más. Esto lo he sufrido con algunos de mis clientes; no solo pasa con peruanos, sino también con 
ucranianos, lituanos, rusos, africanos, brasileños, chilenos, indonesios o chinos. Puedo citar un caso concreto: 
dos tripulantes ucranianos zarparon de Montevideo y fueron abandonados en Perú, en Callao, por lo que hubo 
que enviarles dinero desde Ucrania para que volvieran a Montevideo. Luego, se iniciaron las acciones 
judiciales, pero el buque "Ciclón" no fue embargado. De todos modos, se ganaron las demandas, y ahora hay 
un exhorto para poder embargarlo en Panamá, ya que nunca regresó. Este buque originariamente tenía 
bandera de Belice, luego, por un corto tiempo, tuvo bandera uruguaya y después se le cambió a bandera 
panameña. 


Entonces, la posibilidad de cobrar o no radica esencialmente en la medida cautelar de embargo. Si el Juez no 
otorga el embargo la posibilidad de cobrar es prácticamente nula. Por ejemplo, siete años atrás el buque 
Rolmar, con bandera de Namibia, se llevó a un tripulante y no regresó durante todo ese tiempo. Cuando 
recaló nuevamente en este Puerto, inmediatamente iniciamos las acciones legales, pero el Juez no otorgó el 
embargo, y ahora el barco está en Africa y el tripulante en Perú. Por lo tanto, no vamos a cobrar nunca más. 
Esa es la realidad de las cosas. 


En consecuencia, si no hay un registro de buques de bandera extranjera en Uruguay, como los buques 
mantienen su naturaleza de bien mueble la única posibilidad que queda es el secuestro, que en los buques de 
bandera extranjera se traduce como el arresto o prohibición de zarpe. Por lo tanto, la gran diferencia entre un 
buque de bandera nacional y otro de bandera extranjera radica esencialmente en si hay o no registro. Si se 
lograra un registro habría una primera luz para solucionar el problema de los embargos. En este momento, 
tengo embargado un buque de bandera rusa por año, embargo un promedio de diez o doce barcos, y quiero 
decir que estoy ocupando el tiempo de los señores Diputados, que es para otra cosa, porque se ha generado 
otra situación. Como dije, he embargado diez o doce buques por año durante estos once años, y este 
problema se ha generado por dos buques. Los tripulantes de uno de estos buques, que son rusos, fueron 
abandonados en Montevideo por el armador, que se llevó la pesca. Luego, se iniciaron las acciones legales, se 
embargó la nave y se logró una sentencia condenatoria, pero el Juez no permitió el remate del buque hasta 
que no se trajeran los títulos de propiedad. Estos títulos debieron traerse desde Murmansk por vía diplomática 
y se demoró nueve meses. Uno de los títulos establecía que la nave había sido vendida a una sociedad de la 
que todos sabemos, o al menos sospechamos, su conformación. Cabe aclarar que el buque era propiedad de 
una cooperativa de trabajadores rusos y fue vendido a una sociedad anónima de las Islas Vírgenes británicas. 
Pero, curiosamente, el comprador nunca vino a hacerse cargo del buque que compró, el cual sigue aquí, 
semihundido, y el Juez no lo remata. 


En ese sentido, el Presidente de la Administración Nacional de Puertos nos ha dicho que hay quince o 
dieciséis naves en el antepuerto, ocupando un espacio valiosísimo, que no son ejecutados y así pasan años. 
Las circunstancias por las cuales los buques están allí durante años son varias. Una de ellas es la demora 
judicial, que ahora, con la ley de abreviación de los plazos procesales en materia laboral, se ha reducido 
dramáticamente a unos pocos meses. Entonces, los armadores dejan los buques abandonados acá cuando se 
les sustituyen embargos. Ahí quedan y el Juez no tiene las herramientas o la tranquilidad legal para poder 
rematar esos buques para que salgan de la bahía. Esto conlleva que se terminan pudriendo, terminan siendo 
desguazados y vandalizados. Finalmente, cuando se rematan, no alcanza el dinero para sostener al rematador, 
para pagar los honorarios de los abogados y a los acreedores preferentes; los trabajadores generalmente no 
cobran. Eso es lo que sucede con los buques. 


¿Por qué los dejan abandonados? La razón es muy sencilla. Estos clubes de protección e indemnización son 
grupos de aseguramiento que conforman los propios armadores de barcos; ellos financian estos grupos. Una 
vez que el barco es embargado, llevan la notificación de embargo a la compañía de seguros y esta empieza a 
pagarles como si estuvieran trabajando. Es decir, el buque está embargado en el Puerto, pero el seguro paga 
como si estuviera trabajando. Flaco favor recibe el trabajador: mientras se tramita el proceso el armador está 


con su buque y él cobrando el seguro igual que si estuviera trabajando el buque. Esa es la verdad de la 
situación de los embargos. 


Insisto en que tienen que ser prohibidos los zarpes porque se trata de buques de bandera extranjera que como 
no están registrados en Uruguay no hay manera de asegurar el embargo o más bien la oponibilidad del 
embargo al adquirente posterior. De ahí que yo decía que una de las formas de solucionar rápidamente el 
tema de los embargos de buque extranjero es crear un registro internacional de buques extranjeros de 
Uruguay. Se soluciona muy sencillo. 


Existe otra forma más sencilla todavía, que es el mismo sistema que ocupa la Administración Nacional de 
Puertos. Cuando un buque de bandera extranjera le causa daño a alguna embarcación o instalación que está 
en el Puerto, la ANP no embarga el barco. ¿Por qué no lo hace? Porque le cobra directamente al agente 
marítimo. El responsable de lo que ocurra en las instalaciones del Puerto a causa de movimiento de buques 
extranjeros es el agente marítimo. Si el agente marítimo no paga, le cortan los servicios. Esta es otra forma 
muy sencilla de solucionar el tema. Al igual que es responsable el agente marítimo de los daños y perjuicios 
que cause el buque de bandera extranjera en el Puerto, como es responsable ante la Dirección Nacional de 
Aduanas, que también lo sea ante los embargos de los trabajadores y que responda solidariamente ante los 
trabajadores y se termina el problema de los embargos. 


Ahora, ¿por qué un Juez da un embargo de un buque de bandera extranjera, además del tema de la naturaleza 
mueble de los buques? Acá quiero ser muy enfático. Tal vez me he ofendido con las publicaciones más que 
por el hecho de los infundios, de los que no me voy a hacer cargo, con el hecho de insultar la inteligencia de 
los jueces. No todos los jueces dan embargo. Y ojo que hay mayor responsabilidad del Estado en no dar el 
embargo que en otorgarlo. 


Hay que probar al Juez que existe un vínculo laboral entre el promotor de la solicitud de embargo con el 
buque o con las empresas armadoras de la nave o propietarios de la nave. Un armador puede ser propietario o 
no o uno de los propietarios del buque. Normalmente nunca se sabe quién es el dueño de la nave. 


Recuerdo que en el año 2004 hicimos una transacción condicionada, se pagó una parte de los créditos y la 
otra parte quedó condicionada a determinadas situaciones y cuando no se cumplió, embargamos de vuelta el 
barco y apareció el titular, el verdadero dueño y dijo: "Momentito: esta transacción yo no la firmé. La firmó 
alguien que no es el dueño del barco". Buque ROLMAR, año 2004, Agencia Marítima LERSOL S.A de 
Manuel Barros, Juzgado 9” de Trabajo aunque no lo recuerdo bien. 


Entonces, no tenemos manera de saber quién es el dueño del buque hasta que se presenta y eso es gravísimo. 
El único elemento que nos puede dar un indicio de quién podría ser el dueño de la nave es un documento que 
se llama Acta de Libre Plática. Cuando llega el barco el Capitán autoriza a representantes de cuatro 
autoridades dispuestas en el Puerto, como son la Prefectura de Puerto, Migraciones, Sanidad Animal y 
Aduana, a subir y expone bajo juramento las circunstancias de la nave. Si el Capitán miente, no hay manera 
de saber qué está pasando. Se hace fe en lo que dice el Capitán. 


Al Juez le acredito que hay un humo de buen derecho con pases de puerto, contratos de trabajo, liquidaciones 
de salarios, en algunos casos cuando ha habido accidentes o lesiones las remisiones a médicos, pasajes de 
avión, etcétera. Es decir que se le acredita al Juez que hay un vínculo entre el solicitante de la medida 
cautelar y la empresa aparentemente titular del buque. Se acredita que hay un vínculo y elijo uno de los dos 
extremos para la medida cautelar. El segundo extremo es el "periculum in mora" que es el más difícil de 
acreditar pero, a la vez, el más simple de sostener por negación. Estos buques no están registrados en 
Uruguay, no solo desde el punto de vista registral, de inscripción, de titularidad, sino ante el BPS, ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ante el Banco de Seguros del Estado, ante la DGI, ante la Auditoría 
Interna de la Nación; nadie los fiscaliza. La Aduana no los fiscaliza; el capitán hace un certificado de lo que 
lleva en las bodegas por si se descarga y se acopia en algún frigorífico PLANIR S.A., se sacan algunos 
contenedores, se llevan a algún frigorífico y luego se reexporta en buques de carga. Todo esto está liberado de 
impuestos; la Aduana no tiene interés en fiscalizar porque no está comprometido el interés nacional. Por lo 
tanto, nadie fiscaliza en la Aduana cuánto mueven estos buques. Sin embargo, estos buques se llevan más del 
80% de las provisiones sin pagar impuestos. El combustible sale US$ 700 la tonelada; se llevan el litro a $ 14 
cuando internamente lo pagamos a $ 32. Entonces, por un lado, obtienen grandes ventajas del sistema de 
libres puertos en Uruguay y, por otro, nadie los fiscaliza ni tienen que rendir cuentas a nadie. De ahí surge mi 
preocupación. El proyecto de ley que se tiene a estudio es lo que les falta para tener un negocio perfecto, que 


consiste en buenas cuentas en que nadie los pueda demandar por materia laboral. O sea, si no hay embargo, 
los juicios pueden seguir. Lo hacemos más perfecto todavía: si como armador presento al juez una carta del 
PI Club expresando que van a financiar los resultados del juicio, el juez tendrá que liberar el barco. 
Entonces, el barco se irá y tampoco habrá cómo cobrar, porque dicho sea de paso me ha tocado tener juicios 
en los que ha respondido un P4:1, pero no se presenta; se hace a través de los armadores, que dan los 
mandatos para pleitos a los abogados, y no por medio del Club de Protección e Indemnización. Estos no están 
acreditados en Uruguay ni tienen representación aquí. Las oportunidades en las que me ha tocado actuar con 
el P£1 Club, lo han hecho a través de aseguradoras o de agencias como Schandy S.A.. Nadie podría dudar de 
la seriedad de Schandy S.A., pero si el P£1 Club no manda los fondos a Schandy S.A., no puede pagar. 


Entonces, tal como está planteado el proyecto, no se soluciona el problema de los trabajadores; se soluciona 
el problema de los armadores. Esa es una cuestión que, según mi parecer, debe ser tenida en cuenta 
esencialmente. El trabajador busca en el sistema judicial, en primer lugar, protección y, en segundo término, 
justicia. Hoy por hoy la mayoría de los jueces dan esa protección una vez cumplidos los requisitos que 
establece el Código General del Proceso. Actualmente, los embargos y prohibiciones de zarpe rigen por las 
normas del Código General del Proceso, que son transparentes. Sustituir los embargos es sumamente 
sencillo. Jamás me he opuesto a una sustitución de embargo de un barco desafío a cualquiera a que diga lo 
contrario; nunca. Se presenta una carta de bancos dicho sea de paso, sin hacer publicidad a ningún banco, 
estos funcionan de distinta manera; algunos bancos pagan de inmediato, en cosa de una o dos horas, mientras 
que otros tardan dos, tres o cuatro días y hasta una semana y, en general, estos dan garantía suficiente de que 
van a responder. Cuando se dilatan las sustituciones de los embargos de los barcos por cartas de garantía se 
debe única y exclusivamente a problemas de redacción de la carta. Por ejemplo, si la carta expresa una 
garantía por noventa días, se rechaza porque, en el sistema actual, un juicio demora, como mínimo, ocho 
meses; entonces, no se puede garantizar por tres meses. Otro ejemplo, que nos acaba de pasar con una carta 
de garantía, es que se expresa que se garantiza en la primera y segunda instancia, pero ¿la ejecución, que es la 
esencia de la garantía? Durante la primera y segunda instancia se cuenta con la garantía bancaria, pero al 
momento de cobrar, no se tiene la garantía, porque no garantizan la ejecución. 


Un aspecto que me parece muy relevante y que ha sido muy utilizado como argumento es la cifra de los 
embargos. Es verdad que algunas demandas superan los US$ 500.000. Actualmente, el buque "Baffin Bay" 
debe tener embargos por US$ 1:000.000 en tres tripulantes. Acá, la culpa es de ustedes, no mía; yo no hice la 
ley. La Ley _N* 18.572 establece que junto con la demanda debe presentarse la liquidación, y la liquidación 
debe hacerse calculando intereses y multas desde que fueron generados los créditos. Entonces, si un 
tripulante reclama que por el mismo trabajo se le pague el mismo salario que a los demás y sucede que a un 
tripulante español se le han pagado 2.000 Euros o 3.000 Euros en ese buque mientras que a un tripulante 
peruano se le han pagado US$ 800, hay una diferencia importante. Si sumo cinco años hacia atrás y calculo 
el 10% de multa y el 0,5% de interés mensual desde que fue generado ese crédito, el resultado es una 
cantidad impresionante. Si considero las horas extra, con jornadas en las que los tripulantes han trabajado 
durante veintidós, veinticuatro o veintiséis horas ininterrumpidas, con tres o cuatro horas de descanso lo que 
está probado al momento en que el juez otorga el embargo, se genera una gran cifra. En algunos casos, como 
sucedió con el buque "Costa do Cabo", no se impugnó; se admitieron las declaraciones y las pruebas que 
habíamos presentado, aun sumarias, y se sustituyó el embargo. Si calculo las horas extra veinte, veintidós, 
veinticuatro horas ininterrumpidas, el exceso de ocho horas, triplica, cuadriplica los salarios mensuales. Si 
calculo eso día por día, desde que se generó el crédito, cuando paso raya, el resultado es una cifra 
impresionante. Y si agregamos aguinaldo, horas extra, tiempo a la orden que nunca se pagó a los 
trabajadores, se llega a una cantidad impresionante. Si ahora agregamos el despido, es realmente 
impresionante. Antiguamente, esto no se notaba porque la liquidación se hacía después de que el juez admitía 
la demanda y los rubros. Figuraba todo el incidente, que se regula por el artículo 378 del Código General del 
Proceso, se hacía el cálculo de la liquidación de las empresas y se calculaban los intereses sin multas desde 
que era presentada la demanda. Entonces, si un tripulante reclama créditos de cinco años para atrás, con el 
sistema antiguo no tendría multas e intereses, pero sí los tiene con el sistema nuevo y se llega a una cantidad 
significativamente mayor. Entonces, no es real que se trate de cifras abultadas, exageradas o desmedidas. No 
es así; las sumas dan lo que dan. Cuando termine mi exposición y los señores Diputados hagan las preguntas 
que entiendan del caso, les mostraré cuatro ejemplos de cálculos numéricos que dan cifras que realmente 
alarman. 


Otro argumento que se ha manifestado es que se termina transando por una décima parte de lo que se 
demanda. En lo personal desafío a cualquiera a que pruebe lo contrario, nunca he transado por valores 


inferiores a un 60% de la demanda. Las transacciones que se han hecho con clientes míos fueron realizadas 
por otros abogados, a mis espaldas, por valores muy inferiores y en buenas cuentas como diría un arriero, una 
vez que los burros estaban cargados, cuando ya estaban embargados los barcos y, en algunos casos, cuando 
estaban rendidas las pruebas. El armador o el agente marítimo se contactó directamente con el tripulante y 
ofreció algo de dinero; entonces, junto con un abogado puedo dar nombres sin problemas porque todo lo que 
estoy diciendo lo puedo probar: doctora Bottini y doctores Fernando Menéndez, Alcoba, a mis espaldas, 
fueron a la Agencia Marítima y firmaron las transacciones, enterándome de esto cuando el tripulante ya 
estaba en su casa. Cuando fui al Juzgado, encontré que estaba la transacción hecha. Yo nunca he transado en 
esas condiciones, porque además de creer que es una vergúenza, considero que es una violación al juramento 
que hemos hecho en la Suprema Corte de Justicia. Nosotros juramos que íbamos a respetar la ley y a 
preservar los derechos de las personas. Sin embargo, esta forma de actuar legitima el abuso del empleador. 
Cuando un trabajador que va a un Juzgado a reclamar sus derechos hace una transacción en esos términos, en 
buenas cuentas lo que se hace es expoliar sus créditos y blanquear la situación del empleador que se quedó 
con el dinero que es del trabajador. Pero, no se puede hacer nada más 


De hecho, estoy tratando de anular transacciones de algunos juicios porque se pagó a los trabajadores solo un 
4,5% o un 6% de lo que reclamaban. Por ejemplo en el juicio de Sosa y Otros que está en el Juzgado de 13" 
Turno Laboral, en el que otra vez está involucrada la Agencia LERSOL de Manuel Barros, otra vez un buque 
de bandera española, otra vez un tripulante extranjero y otra vez armadores españoles; estoy tratando de que 
el Juez anule la transacción porque en ese caso en particular se puede acreditar que hubo fraude al hacerla. 


Por lo tanto, es mi tesitura no transar cuando considero que algo no es digno y llego hasta el final porque me 
parece que los Jueces deben impartir justicia la justicia que se imparte es humana, no divina, por lo que la 
verdad no siempre va a reflejarse como verdad material y sustancial, sino como verdad formal en el 
expediente, pero no es solo un fallo justo lo que se necesita sino tranquilidad, es poder pasar la hoja. Me 
refiero a la paz social de la que nos enseñaron en facultad. La paz social se consigue aun en la injusticia 
porque nos permite hacer un duelo de lo que creíamos que era y no era, o nos permite confirmar lo que 
creíamos que era y es. Lograr que se pague es otra historia, pero por lo menos el Juez nos da la tranquilidad 
de que un tercero imparcial, a la luz de la verdad formal, trata de establecer qué es lo justo. 


Entonces, no es correcto sostener que las sumas son desmedidas o mentirosas y menos, como en mi caso, que 
sean extorsivas. Esto no es así. Un ejemplo de lo que estoy diciendo es que doce de los dieciséis barcos que 
están en el puerto los tengo embargados y nunca toleré transacciones inferiores. 


Sin embargo últimamente se ha creado alarma e inclusive hasta el Rey de España está preocupado por el 
tema. Mi señora dice que yo soy muy vanidoso, pero en lo personal me halaga que el Rey de España se 
preocupe por lo que hago, pero si tuviera acceso a la realidad creo que no estaría alarmado. 


Desde el año pasado el nuevo sistema procesal laboral ha generado un cambio sustancial a los armadores. 
Cuando comencé a trabajar con el tema de los barcos siempre ocurrió que alguien transaba a mis espaldas y 
yo me quedaba sin mis honorarios. Entonces, ideé un sistema de contrato con mis clientes por el cual no me 
pagan honorarios sino que me ceden una parte de los créditos. O sea que nos convertimos en socios en el 
juicio, consorcistas activos. Esto genera una situación distinta e impone condiciones si bien los derechos son 
irrenunciables; son disponibles que impiden que transen a mis espaldas. 


También traje, porque no tengo miedo de mostrarlo ni ando con mentiras, un ejemplar de los contratos que 
hemos firmado. Estoy seguro de que nunca han visto una cesión de las que se habla. Es imposible que se 
cedan los créditos laborales porque lo prohíbe la ley. La ley impide que los trabajadores cedan más de un 
tercio de sus créditos. Entonces, el Juez que tenga conocimiento de una cesión que supere esos créditos puede 
declarar la nulidad. En mi caso las cesiones están entre un 20% y un 25%; no exceden eso. Esto es lo que 
tendría que pagarme el tripulante como honorarios. Dicho sea de paso he mantenido a algunos durante el 
tiempo necesario, pagando hoteles, comida, girando dinero a sus casas, etcétera. Es decir que les he dado el 
trato más digno posible hasta que logren acomodar la situación judicial y puedan regresar a sus países en 
África, en algunos casos a Rusia, pero principalmente a Perú. 


Además, hemos notificado a los armadores de la existencia de estos contratos. O sea que no lo hago a sus 
espaldas como ellos sí lo hacen. Como están notificados, no son oponibles. Por lo tanto, ya no pueden transar 
a mis espaldas. Y como saben que no voy a transar por menos de los valores que me parecen dignos, se 
terminó este juego. 


Por lo tanto, en cuanto a los embargos de los barcos ya no tienen vías alternativas posibles y van a tener que 
soportar los juicios y esperar las sentencias, o van a tener que transar por valores dignos. Este es mi planteo y 
con eso me quedo. 


Por otra parte, hay vías posibles, sencillas y fáciles para solucionar el tema de los embargos, haciendo 
abstracción de mi situación personal. Por ejemplo, ya que los armadores están tan interesados en administrar 
un puerto pesquero en el que ellos puedan hacer todos sus manejos de capturas, cambios de personal y 
aprovisionamiento permítaseme entrar en este tema, yo propongo que un guarismo de cada tonelada 
movilizada se destine a un fondo fiduciario que sea administrado por el Banco de la República con total 
transparencia y que las sentencias vayan contra ese fondo. De esta manera se terminarían los embargos y 
tendríamos la seguridad absoluta de que vamos a cobrar, porque actualmente, a pesar de los embargos, no 
tenemos esa seguridad puesto que depende de que pueda convencer al Juez, y si no lo convenzo, no tengo 
embargo. En base a esto, hacer la demanda es más una aventura que una certeza cuando no tengo el embargo. 
Entonces, que se haga un fondo, que lo administre el Banco de la República y que, por ejemplo, la 
Administración Nacional de Puertos garantice los juicios. Puede ser más sencillo todavía se lo planteé al 
doctor Schiarra: que sea el agente marítimo el que dé su fianza personal. Yo he estado dispuesto a jugar eso y 
lo he hecho alguna vez. Es decir que el agente marítimo garantice que va a responder con su fianza personal. 
Sin embargo, se han negado, porque no les ha gustado la fórmula. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero interrumpirlo, pero debo informar que la Comisión tiene 
determinado tiempo para sesionar y que seguramente después de su intervención se realicen algunas 
preguntas. Por lo tanto, le solicito que concrete en los ejes centrales. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- He planteado a algunos agentes marítimos en su momento que me dieran 
su garantía personal, porque a mí me sirve y me basta; no habría necesidad de embargar el barco y se 
lo podría llevar ahora mismo. "Firme, señor agente marítimo, que usted me va a dar su garantía 
personal, y el barco se va ahora, yo lo ayudo a liberarlo". 


Tengo un caso concreto con el buque "Beagle", que fue embargado en el mes de febrero; el armador se 
acercó, hicimos una transacción digna, lo ayudé a liberar el barco se lo llevó en un día y el tripulante cobró 
en forma personal. Acá no hay ningún tipo de ánimo para perjudicarlos pues, insisto, no se los perjudica en 
nada. 


Quiero referirme a algo que me quedó colgando: el 80% de los productos se los llevan sin pagar impuestos. 
El combustible insisto en este tema porque me parece fundamental se lo llevan sin pagar impuestos. 


Ahora se está hablando de hacer un puerto concesionado y por más que se diga que será para buques de 
bandera nacional y extranjeras, lo cierto es que será para buques con banderas extranjeras, y entre ellos los 
buques del señor Barros. Si vamos a las estadísticas notamos que de los más de cien barcos que llegan acá, el 
60% está asociado a la agencia Lersol; el resto los tienen Tranship y Marplatense. Y no hay más; 
Christophersen casi no tiene buques de pesca. Los buques agenciados por el señor Barros son de bandera 
española y de las islas Falkland. 


Invariablemente, los armadores son todos españoles. Entonces, ¿qué va a pasar cuando los armadores 
españoles, con fondos del Estado uruguayo fondos prestados o no sé de dónde hayan construido el puerto que 
ellos mismos van a administrar para trasvasijar y realizar todas las actividades propias de carga de captura, 
cambio de tripulantes y aprovisionamento? ¿Qué va a pasar con los armadores coreanos y portugueses, que 
constituyen la segunda y tercera flotas más grandes, cuando ellos tengan el monopolio en un puerto que 
construyeron bajo su administración y del que dispondrán durante 30 o 35 años, y que lo que cobren será para 
pagarse lo que pusieron para construirlo? 


Entonces, si será un puerto para ellos, ¿por qué no lo financian y construyen ellos, y existe una libertad real 
de puertos reales? ¡Que los coreanos hagan su puerto, que los portugueses hagan su puerto! ¡Que realmente 
exista la tranquilidad de que no habrá monopolio en un puerto libre del Estado uruguayo! De lo contrario, allí 
habrá un enclave y monopolio de los armadores para descargar sus productos. 


Resulta muy interesante notar cuál es el interés que tienen estos armadores al venir a Uruguay. Y no es para 
dejar US$ 200.000.000 por año, porque es falso; no es así. 


Si alguna vez se quisiera hacer una investigación en serio sobre cómo operan los armadores y agentes 
marítimos, notaríamos que sobre ese dinero no se tributa. Esto lo denuncié en forma a quienes investigan el 
crimen organizado y expresé cómo operan en estos sistemas. Esos dineros no se dejan en Uruguay, no es real; 
de hecho, este país pierde dinero porque hay una subvención 


Hay un trato desigual creo que en algún momento esta Comisión tendrá que hacerse cargo entre la flota 
pesquera nacional y la extranjera. La flota pesquera nacional está construyendo algunas instalaciones del otro 
lado del cerro de Montevideo, con toda la incidencia en los costos del transporte de la captura, mientras que 
la flota extranjera estará dentro de la bahía. 


En la actualidad, los buques de bandera extranjera atracan en los muelles 10 y 11, prácticamente frente a la 
salida de la calle Florida, mientras que los buques nacionales quedan frente a la calle Colombia. Las 
condiciones en que se desarrollan las actividades pesqueras de ambos pabellones son muy diferentes. 


Entonces, si hay beneficios tributarios para la industria pesquera, es hora de que sea la industria nacional en 
esto me pongo la camiseta uruguaya la que se privilegie con esos beneficios. Salvo dos o tres buques de gran 
altura, no hay otros; los buques nacionales pescan dentro de las 200 millas marinas. Pero, ¿qué pasa con todo 
lo que está en aguas internacionales? 


Reitero, ¿por qué estos buques vienen a Uruguay? No es porque quieran dejar US$ 200:000.000 sino por las 
ventajas comparativas de este país con sus puertos libres: Montevideo y, en algún caso, La Paloma. 


Está Buenos Aires, y lo lógico sería Punta Arenas, en Chile, porque se pesca en el Atlántico sur. No se les 
permite hacer operaciones de puerto; sí pueden entrar a paso inocente, por reparaciones o por algún 
lesionado, pero no pueden usarlos como base de operaciones. Tiene que venir a Montevideo, a África o a las 
Islas Mauricio. Uruguay les conviene económicamente. 


En mi poder tengo un estudio sobre la pesca en España, una lección no aprendida. Hay un informe muy 
interesante sobre estos buques de gran altura. El 50% de las subvenciones de la Comunidad Económica 
Europa fue para buques españoles; entre 30 y 35 buques españoles de gran altura recibieron las mayores 
subvenciones, y de esos, 26 vienen a estas costas. ¿Por qué los subvencionaron? Para que no pescaran con la 
modalidad de arrastre en aguas jurisdiccionales de la Comunidad Económica Europea y fueran a aguas 
internacionales. 


Solo a modo de ejemplo, y algunos nombres que ya no suenan, voy a mencionar a los buques Costa do Cabo 
recientemente mencionado en las noticias y Playa Pez Mar Il, que recibió ? 2:136.000 para que se fuera de 
Europa. |El buque Playa Pez Mar 1 recibió €2:635.000. El Costa do Cabo nos dejó una garantía bancaria por 
US$ 510.000. Yo le di todas las facilidades al doctor Shiara para que el barco estuviera el menor tiempo 
posible acá, y la Comunidad Económica Europea lo subvencionó con €2:322.268 para que no pescara en las 
aguas jurisdiccionales europeas y fuera a las aguas internacionales. Entonces, los subvencionan en España 
para que salgan, vienen para acá, reciben subvenciones del Estado uruguayo para trabajar, y ahora queremos 
lograr que no sea posible embargarlos cuando explotan a los trabajadores. La guinda de la torta es un puerto 
propio que ellos administren, que el Estado uruguayo se los deba durante treinta años, y el monopolio de la 
descarga de todas las flotas, de la española, de la coreana, de la portuguesa, y de las de otras nacionalidades. 


Agradezco que me hayan recibido, que me hayan dejado exponer estas inquietudes, y estoy abierto a las 
preguntas que consideren necesario hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos discutiendo acerca del anteproyecto que tenemos a estudio. 

Abrimos la instancia de preguntas, y agradecemos que sean concretas. 

SEÑOR CERSÓSIMO.- Usted dijo que trabajaba patrocinando acciones laborales y que lo estaba 
haciendo con una garantía de sus propios honorarios y del crédito del trabajador en base a cesión de 


crédito litigioso laboral. ¿Esa cesión de crédito es onerosa? ¿Usted paga al trabajador para que le ceda 
total o parcialmente el crédito? Algo nos explicó recién e, inclusive, trajo algún ejemplo. 


También quisiera saber si en las solicitudes de embargo cautelar o preventivo los Jueces le han exigido 
contracautela y, en ese caso, cómo ha solucionado el problema. 


Como tercer punto, quiero saber si la relación laboral, el cumplimiento de la actividad laboral de los 
trabajadores, se ha desarrollado en territorio uruguayo. 


Por otra parte, usted hizo referencia a que tiene dificultades con los armadores. La pregunta concreta es si por 
aplicación de la ley de tercerización laboral puede hacer la demanda incluyendo a los armadores como 
codemandados. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Hasta el año pasado, tenía una modalidad distinta de trabajar. Había 
hecho anteriormente cesiones de créditos puras y simples y les pagaba a los tripulantes. Llegué a pagar 
cifras muy importantes. Recuerdo el caso del Buque Samotlor, que tenía tripulantes ucranianos. Les 
pagué un 50% del valor de la demanda. Se fueron a Ucrania y todavía no he podido rematar, porque la 
Jueza de Noveno Turno me exigió los títulos del barco. Como negocio no ha sido bueno. 


A partir del año pasado esa modalidad cambió. Se iniciaron las cesiones, se hicieron estos contratos de 
manifestación de intereses de consorcio y se establecieron fórmulas a fin de que no se transe a mis espaldas, 
como se había venido haciendo. En algunos casos se ha pagado cuando ha habido situaciones humanitarias 
que encarar, o se han hecho pagos a cuenta, y en otros ha habido efecto compensatorio de los honorarios. Es 
decir, el trabajador me ha cedido los derechos y mi obligación es asistirlo hasta el final asumiendo los gastos 
de toda naturaleza que se generen. 


En cuanto a la contracautela, el trabajador por regla general está exonerado de rendirla, porque están en un 
país que no es de ellos, a veces sin documentación pasaporte, libreta de tripulante, porque el propio armador 
se las retiene, y no tienen dónde quedarse. Pedirles la contracautela sería lo mismo que negarles la 
posibilidad de acceder a la Justicia. 


En cuanto a la legislación del trabajo desarrollada en Uruguay, sucede lo siguiente. El trabajador sale de su 
casa a trabajar y ya está a disposición del empleador, bajo la jurisdicción del Estado donde está. El trabajador 
llega al puerto, luego de que el agente marítimo le ha pagado los pasajes y lo ha traído de su país de 
residencia a Uruguay, lo suben al barco, lo enrolan, y ya comienza a trabajar. Las obligaciones del trabajador 
empiezan desde que se sube al barco, y está bajo la soberanía uruguaya, hasta que sale de las 200 millas 
marinas y regresa. Si bien es cierto que cuando está en aguas internacionales entran a jugar las normas del 
país del pabellón, mientras está en Uruguay la soberanía uruguaya es incontrastable. El trabajador está 
cumpliendo con su obligación, no se va a tomar café y a sentarse a ver televisión hasta que salga de las 200 
millas, empieza a trabajar en el Puerto. Ese buque es de derecho privado, propiedad privada, comercial o 
industrial y, por tanto, no tiene inmunidad de jurisdicción. Las normas uruguayas se le aplican por más que 
los capitanes sostengan algún capitán lo ha sostenido en un juicio que corresponde aplicar las normas de su 
país y no las uruguayas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Usted ha defendido a trabajadores uruguayos? 
SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- En algunos casos sí, pero no de buques extranjeros. 


En este momento, estoy defendiendo a los trabajadores del buque San Genaro no sé qué situación podrá 
generarse y estamos preparando las diligencias preparatorias. Este barco se incendió frente a las costas de 
Maldonado. También estoy defendiendo a los tripulantes del buque Mandrake, que fue el que lo remolcó, que 
también va a iniciar acciones legales. A estas tripulaciones no se les cumplió con sus derechos. 


También he defendido a tripulaciones de buques uruguayos, pero fueron muy pocos, porque la normativa es 
totalmente diferente y la situación distinta. En esos casos se ha iniciado directamente la demanda. 
Precisamente, llegué a embargar el buque San Genaro. Pero, reitero, que no hay prohibición de zarpe. 


El señor Diputado preguntó acerca de la tercerización; a mi juicio, no la hay. Lo que se ha dado en algunas 
ocasiones son circunstancias de subordinación y dependencia, propias de la relación laboral y, en esos casos, 
he demandado al agente marítimo y al armador. Pero en la mayoría de los casos los agentes marítimos, y con 


sobrada razón, argumentan que representan al armador frente a las autoridades del puerto. Cuando el armador 
es el que selecciona al personal, lo contrata y lo sube al barco, el agente marítimo está muy lejos de ser 
considerado un co-empleador. Sin embargo, en algunos casos sí lo son, sobre todo, cuando la permanencia o 
no del trabajador depende del agente marítimo; ahí, evidentemente, el armador, de alguna manera, está 
condicionado por este. Pero ese es un tema de prueba, y no de la etapa cautelar, sino de la demanda de fondo. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Voy a ser muy breve porque el informe del doctor Nuñez ha sido muy 
extenso. Pero, a pesar de ello, quisiera hacer un par de consultas. 


El fondo de la cuestión es el arresto de los buques, y ese es uno de los motivos por los que se presentó este 
proyecto de ley. En ese sentido, el doctor Nuñez, a su entender, presentó una solución, que consiste en 
registrar a los buques de bandera extranjera, lo cual hoy no ocurre. Entonces, si lo que se busca con el 
secuestro del buque, con la prohibición de zarpe, es que el barco no se vaya y cumpla con una eventual 
demanda laboral en su contra, quisiera saber por qué un registro va a impedir que eso ocurra. 


Por otra parte, el doctor Núñez dice en su escrito además de calificarlo como una aberración legal que el 
proyecto presentado por la mayoría traerá responsabilidades para Uruguay. Por tanto, me gustaría saber qué 
tipo de responsabilidades puede acarrea el proyecto, si es aprobado por el Parlamento. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Voy a ampliar mi referencia al registro de buques. 


Obviamente, la creación de un registro de buques va a necesitar una sanción legal. Se me ocurre que si un 
registro internacional de buques como el que funciona en Panamá y en varios países de Europa recibe un 
oficio de embargo de un buque, lo trasmitirá al país de la matrícula de dicho barco. Por lo tanto, se me ocurre 
que, necesariamente, deberá haber algún tipo de convención entre países para que el registrador uruguayo, de 
oficio, si ha sido embargado un barco, pueda informar al país de origen. 


Cuando un barco es vendido, o se le cambia la bandera, se debe dar de baja la bandera anterior, y eso no 
sucede, si dicho buque tiene deudas tributarias o embargos. 


La existencia de un registro de esta naturaleza solucionaría el problema de las prohibiciones de zarpe, pero no 
los embargos. Estos seguirían, pero podrían irse. ¿Y por qué sería suficiente garantía? Porque al igual que un 
buque de bandera nacional, no podría cambiar su titularidad; además, se obtendría algún tipo de garantía de 
que el barco no zarparía. Esto es lo que ocurre con los buques de bandera nacional: si son embargados, no 
pueden tener transferencias de dominio ni nada que signifique una merma al derecho del acreedor que está 
reclamando su crédito judicialmente. Pero lo más importante, es que el registro de buques permitiría la 
fiscalización de esas naves y el cumplimiento de las normas uruguayas de orden público, sobre todo, por 
parte de aquellos países que no tienen representación consular como, por ejemplo, Namibia. He tenido casos 
de tripulantes de Namibia que han sido abandonados aquí y de los que nadie se hace cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La duda que tengo con respecto a su propuesta, es si los buques, más allá de 
quienes sean sus propietarios, dejarían de ser extranjeros, ya que para poderlos registrar y para que se 
obtenga un valor cautelar para proceder contra ellos, en realidad, se debería liberar la inscripción en el 
registro en el que están a fin de que los efectos jurídicos sobre el registro de acá cooperaran en la 
dirección a que apunta el doctor Núñez. Yo entiendo que, una vez que la sentencia esté terminada, el 
objetivo de fondo es garantizar el cobro de los créditos pendientes a sus defendidos. 


Si Uruguay hubiera celebrado una convención con el país en el cual está inscripto determinado buque, se 
puede admitir que las sanciones que se aplican aquí tengan efecto en dicho país. Pero si no es así, si no existe 
tal convención ¿para registrar un buque y que ello tenga efectos jurídicos debo cambiarle la procedencia? Si 
es así, estaría transformando un buque de bandera extranjera en un buque de bandera nacional. Quisiera que 
el doctor Núñez aclarara si esto es así, para terminar de entender su propuesta. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Por ejemplo, Brasil el año pasado dio autorizaciones de arrendamiento de 
buques extranjeros para otorgarles licencias de pesca en aguas internacionales. Es decir que esa 
bandera va a operar como una segunda bandera. Por lo tanto, Brasil otorgó autorizaciones para que 
un armador equis, un fletador, alquilara una nave de una bandera no brasileña, fuera registrada con 


una segunda bandera brasileña y saliera a pescar con esa licencia de pesca. Panamá tiene un registro 
similar con segunda bandera. No se pierde la bandera de registro ni la titularidad de la nave, ni pasa a 
ser un buque bandera nacional si se hace un registro de buques. De hecho, sería un registro para saber 
quiénes operan. 


Vuelvo a decir: acá llega un barco y se lo recibe igual que como me recibieron a mí. Yo llegué a este país y 
nadie me puso problemas, pero yo acaté las leyes uruguayas; tengo domicilio conocido, aportes, etcétera, y si 
me van a buscar saben dónde estoy. Pero acá no sabemos, no tenemos idea de qué barco vino, solo sabemos 
que está ahí. No sabemos quién es el dueño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La duda es la siguiente. Si deriváramos en conformar un registro está en 
discusión en la Comisión nuestra preocupación es que tenga efectos jurídicos cautelares para poder 
cumplir con el objetivo. Solo para tenerlo registrado, para conocer la procedencia, quiénes son los 
titulares, está bien, ese es un registro. Ahora, yo entendí que la propuesta que se hacía no era solo para 
saber quiénes son los titulares, quiénes están atrás, quiénes son los armadores, sino para que pudiera 
Operar como el Registro de libre de embargo de los bienes inmuebles. Eso fue lo que entendí. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quería preguntarle algo al doctor Núñez, precisamente por eso. 
Entonces, ¿en Uruguay no queda registro? El registro a que usted refiere, ¿se realiza a la entrada del 
buque, es decir, para saber quién es el propietario o el armador, o se trata de un registro de otro tipo? 
A mí me asisten las mismas dudas que al señor Presidente. 


Entonces ¿cuáles son los efectos de la creación de un registro? Puede ser muy simple, se podría ocupar la 
Prefectura: por ejemplo, que la Prefectura creera la división registro nacional de tal cosa de buques. ¿Es esa 
la voluntad o no? 


Me parece increíble que en Uruguay no exista un registro yo supongo que lo hay de los barcos que entran y 
salen del país. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Tengo la siguiente preocupación. En el caso de un embargo de buque 
extranjero inscripto en un registro que eventualmente se llevara acá, si se quiere seguir adelante con la 
ejecución, esta debería ser llevada a cabo en el país de la bandera de ese buque, siempre y cuando haya 
algún convenio que lo amparara. Pienso que sería ese el camino. 


En la nota presentada por el invitado se hace referencia a que los armadores seguramente no acompañarán la 
idea del registro porque no van a querer estar controlados por el BPS, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, la DGI, etcétera. Eso a mí me plantea otra interrogante: ¿cómo encararíamos el registro? Pienso que 
se podría hacer de varias formas. Una muy simple sería registrar los buques extranjeros, sus dueños y algún 
dato más. Ahora, si los obligamos a anotarse en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el BPS, la DGI, 
etcétera, estamos haciendo que la legislación uruguaya esté teniendo aplicación en esos barcos. Creo que es 
otro paso que podría darse. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Quisiera hacer una precisión. Cuando hablo de registro me refiero a un inventario 
ordenado, sistematizado, protocolizado, como lo es el Registro de Buques de Bandera Nacional. De 
acuerdo al Código de Comercio, un buque de bandera nacional debe portar siempre los títulos de 
propiedad. Estos buques no, no existe ningún registro. 


Por otra parte, la afirmación que hacen los armadores es: "Llevamos veinticinco años operando en 
Montevideo". Y claro, nunca nadie les exigió responsabilidades; nunca nadie les exigió que respondieran por 
lo que estaban haciendo. Entonces, si van a operar en Montevideo lo menos que pueden hacer es ser 
responsables y respetar la soberanía uruguaya. Entonces, hay que decirles: "Tráigame la documentación que 
acredita la legitimidad del buque, de la bandera, etcétera" y lo dejamos registrado. No se le va a privar de su 
bandera de origen, pero va a estar operando acá. ¿Me va a decir que no va a quedar sujeto a la soberanía 
uruguaya porque es un buque de bandera extranjera? Hasta que no se aleje doscientas millas marinas de 
nuestro Puerto está sometido a la jurisdicción uruguaya le guste o no. Lo que hay que hacer es viabilizar un 
camino para ello. 


¿Por qué no les va a gustar? Porque, obviamente, si se encuentran bajo la legislación uruguaya deberán tener 
al día el tema de seguros porque es obligatorio, es una ley para todos. 


No existe un registro. Es más y esto los va a sorprender, cuando llega un oficio de embargo que normalmente 
los Jueces tienen la costumbre de hacer a la Escribanía de Marina para Prefectura naval, lo que hace la 
Escribanía de Marina tan pronto lo recibe es mandarlo a la Prefectura. Ese embargo no queda registrado en 
ningún lado, en ningún libro oficial. Prefectura toma el sobre donde está el acta de Libre Plática que es una 
hoja suelta llega el oficio, lo inscribe en un libro de novedades donde se anota todo lo que ocurre cada cosa 
que llega se anota; si ese libro se pierde, no hay constancia y ese oficio, luego de que se notifica al agente 
marítimo que está embargado el barco y no puede zarpar, va al mismo sobre, y ese sobre va a una caja, donde 
se guarda la información de los buques que en ese momento están en la bahía. Una vez que ese buque zarpa, 
el sobre va al archivo. No existe técnicamente un registro ordenado y sistematizado de los buques que operan 
acá. La Administración Nacional de Puertos tiene una página en internet en la cual aparece todo lo que está 
ocurriendo. Cuando un barco va a venir a Montevideo debe avisar por lo menos cuarenta y ocho horas antes a 
qué viene y en qué condiciones lo hace, si va a necesitar reparaciones, avituallamientos, si va a descargar 
captura, etcétera. Eso sí existe, pero no es un registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, entiendo y comparto lo que se quiere hacer. Me refiero a 
garantizar los créditos laborales de los trabajadores. No está en cuestión esto. Comparto que el registro 
que el invitado está planteando es para que se haga operativa la posibilidad de tener los niveles de 
control mínimos básicos. | Voy a poner un ejemplo que usted utilizó. En realidad, habría que ver si se 
tiene cobertura del Banco de Seguros del Estado; hoy o mañana, habrá que ver si la cobertura de 
seguros que el barco trae es aceptada por el Banco de Seguros del Estado, porque estamos hablando de 
seguros laborales, de seguros por daños al medio ambiente y de un conjunto de eventos que se pueden 
dar. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Se supone que están asegurados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero detenerme en el detalle. Tendrían que estar asegurados; habría 
que corroborar si lo están y, en realidad, la legislación podría admitir que traigan un seguro contra 
daños medioambientales que se han hecho o seguro para los trabajadores por accidentes de trabajo y 
demás. Bien. Pero lo que quiero terminar de entender es la finalidad del registro a los efectos del cobro 
de los créditos laborales. Compartiendo que haya un registro como el planteado podría ser, no va de 
suyo que solo por su existencia se pueda efectivizar el eventual crédito laboral para una sentencia 
favorable al trabajador. 


Quiero separar el tema del registro y su importancia del objetivo de fondo que lo tomo como legítimo, que es 
el cobro de los créditos laborales, si hay sentencia, y que no se tenga que perseguir al armador por el resto del 
mundo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Según he escuchado decir al doctor Núñez Ponce, esto se plantea 
porque el abogado o quien sea no puede identificar a sus propietarios o, en su defecto, a los armadores. 
Quiero saber si ratifica o rectifica eso en su respuesta. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Con el mayor respeto, antes que nada, quiero decir que la certeza de 
cobrar no la tenemos ni siquiera con la gente que está internamente. 


Si el problema es el embargo de los buques y cómo lo terminamos, cambio el embargo de buques por la 
certeza de saber con quién estoy tratando. El acta de libre plática no contiene interrogantes, como por 
ejemplo qué seguro se tiene; está reglamentada por un decreto muy antiguo puedo proporcionar la 
información e, inclusive, ejemplares de libre plática y se pregunta sobre medidas del buque, elementos de 
seguridad, elementos materiales de la nave, cantidad de tripulantes, si tiene pasajeros, quién es el armador, si 
tiene algo para informar, etcétera. Pero no se pregunta quién es el propietario, qué seguros tienen los 
trabajadores, quién asegura en caso de impactos ambientales. Esas cosas no se saben hasta que suceden los 
hechos. Entonces, un registro podría resolver esas cuestiones. 


En la medida en que sepamos quiénes son, podremos tener mayores certezas de que una sentencia podrá 
cumplirse. Vemos todo el tiempo, a nivel interno, que los trabajadores están en negro y no saben para quién 
trabajen, desconociendo a quién deben citar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esas son cosas que 
ocurren, pero debemos tratar de minimizarlas. Hoy, los embargos de buques extranjeros tienden a eso. Una 
vez que se sustituye el embargo por la garantía bancaria, el barco se va sin ningún problema y siguen 
operando, entrando y saliendo. La preocupación es esa, sobre todo cuando hay volúmenes importantes de 
dinero envuelto en estos asuntos y, principalmente, cuando el tema es tan sensible. 


El año pasado estuvo la Comisionada de las Naciones Unidas hablando de la explotación laboral y dijo que la 
pesca estaba en segundo lugar, después de la prostitución, y ocurría acá, en Uruguay. 


¿Nadie les comentó que cuando fuimos a embargar el buque "Baffin Bay", por ejemplo, el tripulante tuvo que 
saltar del barco porque le iban a pegar? Como no lo encontraron, le pegaron a otro. La denuncia penal fue 
hecha. El oficial español que lo agredió salió del país. ¿Quién lo sacó? El agente marítimo. Volvemos al señor 
Barros. 


SEÑOR CANTERO PIALLI.- En el escrito presentado por el doctor Núñez se expresa que, de aprobarse 
este proyecto, acarrearía responsabilidades a Uruguay. Me gustaría saber qué tipo de 
responsabilidades se entiende que podría acarrear la aprobación de este proyecto. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- Antes de contestar a su pregunta, quiero decir lo siguiente. Tal como se ha 
manifestado en la Comisión y por ahí, este proyecto de ley tiene su matriz en un proyecto mucho más 
amplio de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo y, como ocurre con las extrapolaciones, a 
veces generan dificultades. 


Un aspecto que me preocupa no porque se me deje sin sustento; el Derecho es muy amplio es la circunstancia 
de que se pueda sustituir la garantía con la carta de una aseguradora o de un club extranjero, más allá de 
cómo se conforme la lista lo expresé en la nota que envié y, para ser breve, no lo voy a reiterar y que en el 
proyecto se plantee que, a solicitud del demandado, el juez deberá trasladar el juicio a otro juez competente. 
En estos conflictos de intereses en los que hay elementos internacionales en juego, bandera del barco, 
nacionalidad, domicilios, lugar de trabajo, lo que da apoyo son los puntos de conexión. Y los puntos de 
conexión para que el juez laboral uruguayo pueda conceder son el lugar donde deben pagar las mareas, que 
es Montevideo, y donde inicia o finaliza las mareas el trabajador, que algunos jueces han considerado que es 
el lugar de residencia del tripulante. La legislación en materia laboral es de orden público. Ni el demandado 
ni las partes pueden escoger el lugar donde van a llevar el juicio. Entonces, cuando se plantea que el juez 
deberá trasladar el juicio, en definitiva, lo que se está diciendo es que el juez debe renunciar a su jurisdicción. 
En este proyecto de ley se establece que el juez deba renunciar a su jurisdicción, lo que no es posible en 
materia laboral. 


En cuanto a la responsabilidad del Estado, cuando llegue el momento de cobrar y se advierta que el juez tuvo 
que liberar un barco porque se presentó una carta del P 4 I que establecía que responderían, pero sucede que 
no están acá, en Uruguay, que no tienen bienes o patrimonio en Uruguay y que, por lo tanto, no hay cómo 
ejecutar cuando salgamos a buscar al P 8 I no lo vamos a encontrar, entonces, habrá un hecho de la 
administración del Estado que va a generar responsabilidades. Se tendrá que hacer un nuevo juicio en contra 
del Estado uruguayo porque nos dejó sin garantías reales. | Entre otras cosas, a eso me refería cuando hablaba 
de las responsabilidades. También puede haber responsabilidades políticas al haber desprotegido a los 
trabajadores en un tema tan sensible. 


SEÑOR SOUTO.- Parto de la base de que lo que se nos trae para estudiar es el reaseguro para cobrar 
los supuestos despidos de los trabajadores. 


Con todo respeto, quiero decir que no me voy a prestar a discutir el análisis que el doctor Núñez Ponce hizo 
acerca del Puerto, del monopolio y de asuntos empresariales. Son problemas de otra índole que no vienen al 
caso. 


Lo que sí me gustaría saber es qué relacionamiento tiene el doctor Núñez Ponce con los compañeros del 
Sindicato Unico de Trabajadores del Mar y Afines. Es muy grato que un profesional defienda fuertemente a 


los trabajadores de la pesca, pero en este país funciona un sindicato a tales efectos. Por lo tanto, para poder 
seguir entendiendo este proyecto de ley me gustaría saber cómo es su relacionamiento con los compañeros 
trabajadores extranjeros y uruguayos. 


SEÑOR NÚÑEZ PONCE.- La situación es la siguiente. Los tripulantes extranjeros que navegan en 
buques de bandera extranjera no son miembros del Sindicato Unico de Trabajadores del Mar y Afines. 
Entonces, la vinculación es nula. No es ni buena ni mala: no existe, porque no forman parte del 
sindicato. 


Actualmente, está ocurriendo que un número importante de tripulantes peruanos ha estado regularizando la 
documentación marítima que les permite embarcarse en buques uruguayos y ellos sí son miembros del 
sindicato. Pero hasta la fecha no he tenido ningún cliente que haya necesitado iniciar acciones contra un 
buque uruguayo, no extranjero. 


Con el Sindicato no tengo ningún tipo de relacionamiento, ni bueno ni malo, más allá de que conozco a 
varias personas de ahí, por haber estado en alguna oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Núñez Ponce y solicitamos que deje la 
documentación a la que hizo referencia. 


(Se retira de Sala el doctor Alberto Eduardo Núñez Ponce) 
——- La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14 y 30. 
(Es la hora 13 y 4) 

——— Continúa la reunión. 


(Ingresa a Sala el señor Prefecto Nacional Naval y asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Ha sido especialmente invitada esta delegación para que hagan las 
consideraciones que consideren del caso respecto al proyecto de ley '"'Embargos y Arrestos de Buques 
de Bandera Nacional o Extranjera" que está a consideración de esta Comisión. Se trata de atender una 
situación que se da cuando hay fallos de la Justicia para embargar o arrestar un buque de bandera 
extranjera, respecto a contenciosos que refieren, fundamentalmente, a deudas que se pueden generar a 
partir de las sentencias que quedan determinadas una vez que se sustancia el fondo de las demandas 
que se presenten. 


Ante ello, hay cierta preocupación de los armadores, porque retener el buque genera determinados perjuicios 
por la imposibilidad de realizar la captura de pesca para la que el buque está habilitado. 


Por otra parte, está la situación que, muchas veces, se genera por la demanda y que refiere a las garantías para 
el cobro de los créditos que después de la sentencia pudieran corresponder. Esto ha dado lugar a una serie de 
embargos y arrestos, por lo que estamos buscando la forma de armonizar el marco jurídico que permita 
compatibilizar los distintos intereses que están en cuestión. 


Estas son las razones por las que queremos conocer la opinión de la Prefectura Nacional Naval sobre el 
proyecto de ley. 


SEÑOR LEBEL.- Es un verdadero gusto estar presentes aquí, y más allá del saludo protocolar, es un 
placer saludar a todos los integrantes de la Comisión. 


Quisiera presentar a quienes me acompañan. A mi derecha, el Director de la Marina Mercante, Capitán de 
Navío Alvez; a mi izquierda, por la Escribanía de Marina, el escribano Bonifacino; en sustitución del 
Prefecto del Puerto de Montevideo, el Sub Prefecto, Capitán D'Anatro, y mi ayudante, Capitán Calvo. 


Señor Presidente y señores integrantes de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes: se nos ha convocado en esta oportunidad a efectos de 
compartir nuestras experiencias y puntos de vista referentes al proyecto de ley sobre embargos y arrestos de 
buques de bandera nacional o extranjera, respecto del que se nos ha hecho llegar una copia. 


Primeramente, queremos decir que se coincide en que existe la necesidad de establecer normas claras que den 
seguridad jurídica sobre el tema que nos ocupa. Este proyecto de ley abarca una serie de aspectos que, en su 
mayoría, están relacionados con el derecho de fondo aplicable, que no han sido directamente considerados o 
analizados. En su lugar, nuestra institución ha decidido ceñirse estrictamente a los aspectos que hacen a las 
labores de la Prefectura Nacional Naval en su función registral y de auxiliar de la Justicia, tal cual lo prevé su 
decreto de organización y funciones N* 256 de 1992, 


Hecha esta pequeña presentación, tengo el placer de convocar en primer lugar al señor escribano de Marina, 
señor Bonifacino, quien va a aclarar cada uno de los puntos que hemos estudiado de este proyecto de ley. Al 
mismo tiempo, hago llegar nuestro aporte en forma escrita al Presidente de la Comisión. 


SEÑOR BONIFACINO.- La institución Prefectura Nacional Naval tiene Escribanía de Marina desde el 
año 1906. Tiene ciento cinco años en un país de doscientos años, lo que demuestra la preocupación de 
nuestros legisladores por el tema marítimo, en especial, por el tema buques. 


En base a lo que acaba de exponer el señor Prefecto Nacional Naval, nosotros vamos a hacer aportes y 
consideraciones. 


En primer término, la inscripción del embargo de buques de bandera nacional se realiza en el Registro 
Nacional de Buques. Al respecto, vemos que ha habido un cambio de nombre del Registro, que se operó con 
la puesta en vigencia de la Ley N* 16.387, de 27 de junio de 1993; el nombre histórico era Registro de Naves. 
A partir de la aprobación de esa norma, se reorganiza el Registro y se le cambia la denominación. 


Con respecto a este, tema entendemos necesario establecer un plazo de caducidad igual al que rige para las 
inscripciones de embargo de inmuebles y automotores, o sea, cinco años. Como es de vuestro conocimiento, 
la caducidad aludida surge del artículo 79 de la Ley_de Registros Públicos N* 16.871, de 28 de setiembre de 
1995. 


Creemos necesario solucionar ese vacío legal, porque con respecto a la inscripción del embargo de buques de 
matrícula nacional, no existe plazo de caducidad. 


La referencia que hace el artículo 3” del proyecto de ley en cuanto a que la inscripción de embargos de 
buques de matrícula nacional obsta a que se otorgue el cese de bandera, la consideramos innecesaria. En 
nuestro modesto punto de vista, en los textos legales y reglamentarios referentes al cese de bandera se 
enuncia toda la documentación necesaria para concederse, incluyendo certificados negativos de embargo, 
hipoteca, interdicciones, privilegios marítimos, mas el contralor de la documentación tributaria: certificados 
de DGI, de BPS, certificados del Fondo de Fomento de Marina Mercante, Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, DINARA y Ministerio de Agricultura y Pesca. 


Cuando se hace referencia a los buques de bandera extranjera, agregaríamos buque de bandera o de matrícula 
extranjera, o simplemente, buque extranjero. Y pasamos a fundamentar nuestro aporte. En nuestra República, 
la matrícula es el documento probatorio del abanderamiento, y cuando el buque tiene matrícula nacional tiene 
nuestra nacionalidad, que es lo que significa el abanderamiento. En el exterior, el buque puede tener 
matrícula y no ser objeto de abanderamiento. Por ejemplo, hay países en que los pesqueros no son 
abanderados y, por lo tanto, solo tienen matriculación. Podemos hacer una precisión en cuanto a que cuando 
hablamos de embargos y arrestos de barcos extranjeros, todos ellos queden comprendidos. Creo que esa es la 
intención, y no solo para aquellos que están abanderados; en una palabra, que no sean nacionales. 


Quisiéramos compartir una inquietud de nuestros Tribunales. En la actualidad, las legislaciones consideran al 
buque como bien mueble, y así lo establece el artículo 1030 de nuestro Código de Comercio. No obstante, el 
Código establece cinco excepciones a ese principio, que son: la forma de enajenación, el contrato de 
hipoteca, prescripción, embargo y venta judicial. Si la venta del buque es judicial, voluntaria o forzada, 
deberán observarse las reglas transcriptas para la almoneda de los bienes raíces. 


Esta es una de las cinco excepciones, ya que en lugar de aplicar las formalidades menores relativas a la venta 
judicial de los bienes muebles, aplica el sistema de almoneda de los bienes inmuebles. En consecuencia, en el 
proceso posterior al embargo se deben agregar los títulos del buque o seguirse el procedimiento regulado en 
el artículo 386.3 del Código General del Proceso. Tratándose de la ejecución de un buque de matrícula 
extranjera, en muchos casos, el propietario o armador hacen abandono del buque ausentándose del país, no 
siendo posible arrestarlo y conducirlo ante el Tribunal, en la hipótesis de que no cumpliera con la intimación 
de entrega de los títulos del buque. Ese es el procedimiento que establece nuestro Código General del 
Proceso para el caso de renuencia en la entrega del título. 


Entonces, quedaría el procedimiento de solicitar ante el Registro de Propiedad del país en el cual el buque se 
encuentra abanderado o matriculado, lo cual suele ser ineficaz. Pensemos en la innumerable cantidad de 
banderas de conveniencia que son de islas en el Caribe, en el Pacífico o en las costas de África. No tienen 
representación diplomática en el Uruguay, y menos aun hay representación nuestra en esos países. Por lo 
tanto el requisito de la agregación de los títulos que establece nuestro Código General del Proceso previo al 
remate vuelve prácticamente imposible la ejecución de un buque con matrícula extranjera. 


A nuestro juicio, no debería aplicarse dicho procedimiento porque sería lesivo de la soberanía jurisdiccional 
del Estado, dado que este no puede subordinar el cumplimiento de las sentencias dictadas por sus Jueces al 
consentimiento o informaciones con autoridades registrales o consulares extranjeras. 


Por otra parte, el artículo 28 titulado "Jurisdicción Civil en relación con buques extranjeros", de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, aprobado por Ley_N* 16.287, de 29 de junio 
de 1992, establece el derecho del estado ribereño a tomar, de conformidad con sus leyes, medidas de 
ejecución y medidas cautelares en materia civil con relación a un buque extranjero que se detenga en su mar 
territorial o pase por él procedente de sus aguas interiores. 


En ese sentido, y entendiendo que no debería impedirse el remate del buque por la falta de agregación de los 
títulos, en la Prefectura hemos evacuado las consultas realizadas por los Tribunales. Es una consulta habitual. 
El Juez, ante la imposibilidad de conseguir el título o la información registral correspondiente, teniendo en 
cuenta nuestra experiencia, nos consulta para saber qué deben hacer con esa ejecución. En ese tenor es que 
nosotros informamos. 


Creo que esta es una oportunidad magnífica para que el Parlamento pueda solucionar ese problema a nuestros 
Tribunales. Entendemos que no es lo mismo cuando se trata de buques extranjeros o de inmuebles. En 
nuestra República, hay escribanos, hay matriz. Cuando el escribano deja de ejercer la profesión, nuestra 
Suprema Corte de Justicia tiene todos los archivos. Por lo tanto, existe absoluta seguridad en cuanto a que se 
puede cumplir el Código, porque ante la negativa del deudor o del escribano, tenemos nuestros archivos en 
poder de la Suprema Corte de Justicia. 


Es de destacar que la mayoría de las ejecuciones son de buques extranjeros, pesqueros y por deudas 
laborales. Los Jueces plantean la imposibilidad de cobrar los salarios devengados y los derechos sociales por 
parte de muchísimos tripulantes ante este problema que se plantea cuando se ejecuta. Creo que no existe 
privilegio marítimo, y nadie discute en el mundo la importancia de las dudas laborales. Por eso, muchas 
veces, debemos pensar que se está pidiendo la ejecución de un buque por deudas laborales. 


El artículo 5” del proyecto de ley considera las fianzas idóneas, tanto para el embargo como para el arresto de 
los efectos de su levantamiento. Se dispone que la Suprema Corte de Justicia informará periódicamente a los 
Tribunales sobre: a) la lista de compañías de seguros autorizadas a operar en el país elaborada en virtud de 
información requerida al Banco Central, que tiene como sabemos la sección Superintendencia de Seguros, 
que es la especializada en este tema; b) la lista de Clubes de Protección e Indemnización existentes en el 
mundo y de reconocida solvencia 


Dados los riesgos marítimos, existen seguros mutuales, no obligatorios, de admisión condicionada, porque no 
admiten a cualquier miembro. Ante esa realidad, el comercio marítimo ha creado estos clubes de protección e 
indemnización. Creemos que esa lista debería ser elaborada previa consulta con la Prefectura Nacional Naval. 
Esta posición se fundamenta en el hecho de no dejar librada su confección a consultas realizadas a 
instituciones que son muy prestigiosas; nadie duda del Centro de Navegación ni de la Asociación Uruguaya 
de Derecho Marítimo, a las que se refiere el proyecto de ley que obedecen a intereses privados. 


Asimismo, en el artículo 6” se establece que tanto la traba del embargo así como su levantamiento, deberán 
ser comunicados a la autoridad marítima ejercida por la Prefectura Nacional Naval. Nosotros vemos que 
existe preocupación por la urgencia, debido a los grandes costos que significa un buque inmovilizado. En ese 
sentido, y para que se resuelva en la forma más inmediata posible la traba del embargo decretada por el Juez, 
nos permitimos sugerir que se realice a la Prefectura de Puerto de donde se encuentra surto el buque o tenga 
jurisdicción sobre el lugar donde se halle. En este proyecto vemos que se quiere la mayor eficiencia en la 
aplicación de las trabas de embargo a buques extranjeros. Nosotros sabemos muy bien, y también el acreedor, 
en qué Puerto está y sugerimos que la comunicación se haga a la Unidad correspondiente donde esté surto el 
buque o tenga jurisdicción sobre las zonas donde se hallare. 


Esta modificación se fundamenta en el hecho de evitar demoras innecesarias que frustren la medida si el 
interesado se dirige a una repartición incorrecta y, sobre todo, en días no hábiles. 


SEÑOR LEBEL.- Hemos introducido algunas modificaciones al proyecto de ley que fueron resaltadas 
en colores, pero lamentablemente el azul no se ve. De todos modos, lo que importa es que nuestro 
aporte ha sido incluido a efectos de que lo considere como corresponde. Cada una de estas 
apreciaciones están contenidas en los artículos mencionados y resumido en la exposición que realizó el 
señor escribano. 


¡SEÑOR BORSARI BRENNA.- Hemos estado discutiendo el tema del registro. ¿Ustedes entienden 
conveniente la creación de un registro a nivel de la Prefectura? 


SEÑOR BONIFACINO.- Cuando tuvimos el texto, analizamos profundamente qué era lo mejor, lo más 
conveniente y lo más ajustado a nuestra legislación con respecto al tema registral. Llegamos a la 
conclusión de que cuando se trata de buques de matrícula nacional funciona igual que el registro de 
embargos específico de inmuebles y automotores: la traba del juez se vuelve eficaz con nuestro registro, 
con nuestra inscripción, lo cual también da la prioridad mañana de los créditos y demás. En ese caso, 
seguimos el mismo camino; no tenemos dudas. 


Con respecto al otro tema que usted plantea, le soy honesto: al principio dudé si era conveniente o no. 
Analizado en profundidad el tema, nos pareció que la medida del embargo de un buque de matrícula 
extranjera se efectiviza con el arresto, con la medida policial. Después me puse a pensar: si yo le agrego un 
registro, ¿no estaré complicando el tema de la prelación, del orden en que quedan los embargos? En el caso 
del buque de matrícula extranjera, la autoridad marítima recibe una comunicación pueden venir una, dos, tres 
y procede al arresto, pero entiendo que eso debe hacerse en la faz policial que tiene Prefectura. Como dice 
muy bien el señor Diputado, hay una parte registral y nosotros tenemos una faz policial. En la parte del 
embargo de buque de matrícula extranjera, funciona la faz policial, y entendemos que el asiento de esas 
medidas judiciales debe hacerse en la Prefectura, no en la Escribanía de Marina, en función de que los jueces, 
los Tribunales, cuando tienen que liquidar el crédito sin legislación, como hasta ahora nos piden ver la 
prelación, es decir, por ejemplo, que la Prefectura de Montevideo diga cómo fue el ingreso de las medidas 
contra un buque que está en el Puerto. Esa es la prelación que ellos toman. 


Honestamente, tuve dudas, no lo vi tan claro, pero después de haberlo pensado mucho llegué a esa conclusión 
y quería compartirla con ustedes. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- El artículo 6” propone que la sentencia sea dentro de las veinticuatro 
horas. Dice: "Tanto la medida cautelar a trabarse como el levantamiento de la misma se proveerán y 
cumplirán en forma urgente, dentro de las 24 de presentada la solicitud, debiendo comunicarse en 
forma inmediata a la autoridad marítima". 


¿Qué opinión tienen acerca de este plazo? 
SEÑOR BONIFACINO.- Voy a explicitar cuál ha sido nuestra posición. 


Nosotros hicimos un análisis muy extenso y muy profundo y el señor Prefecto Nacional Naval, en consulta 
con la asesoría letrada y con nosotros, privilegió la posición de considerar y hacer aportes exclusivamente en 


aquello que tenga que ver con nuestra función registral y con nuestra función policial. Como manifestó el 
Almirante, tomó la decisión en consulta con las asesorías de no entrar al análisis puntual de los términos 
procesales ni del derecho de fondo. El aporte en la parte procesal solamente es en el aspecto que expresamos, 
es decir, en la agregación de los títulos del buque, y solo nos permitimos incursionar en ese tema. En función 
de la decisión del Almirante, en lo personal preferiría no entrar a considerar los otros temas. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Con respecto al registro, ¿no consideran que eventualmente podría ser 
viable la separación del embargo y el arresto como cosas distintas, es decir, que el embargo se 
inscribiera en el registro y el arresto pudiera producirse o no en función de que se pida o de otras 
circunstancias? Concretamente, ¿un registro de buques extranjeros podría recibir únicamente la 
comunicación de un embargo? 


SEÑOR BONIFACINO.- El tema fue analizado inclusive hoy de mañana. Nosotros teníamos la misma 
inquietud y la seguimos teniendo porque nadie tiene la verdad absoluta en los temas de derecho y 
demás. 


En el caso de los buques de matrícula nacional, nosotros recibimos los oficios, tenemos un procedimiento de 
comunicación y demás. Escribanía recibe el oficio del embargo y si, además, el juez decreta las medidas que 
son todas iguales de secuestro, arresto, prohibición de salida, prohibición de zarpe, o sea, nos pide la medida 
de inhibición jurídica, procedemos a registrarla e, inmediatamente, con nuestro sistema de comunicación que 
es muy bueno, comunicamos a todas las unidades que se detenga tal buque. Por el lado de los buques de 
matrícula nacional, eso funciona. Se puede preguntar los embargos y arrestos que determinado buque ha 
tenido a lo largo de su historia. Muchas veces, los jueces piden a la Escribanía de Marina que deje sin efecto 
la medida de secuestro, de arresto, de interdicción de salida de tal buque, Prefectura de Puerto puede 
despacharlo, y mantiene vigente el embargo, la inhibición jurídica. Inmediatamente, comunicamos el 
levantamiento de esa medida a la autoridad portuaria. Eso ha funcionado siempre correctamente, no hemos 
tenido problemas, en virtud de que, muchas veces, los jueces, por pedido de la parte actora, envían hasta tres 
oficios: al Prefecto Nacional Naval, a la Escribanía de Marina y a la Prefectura del Puerto donde el buque se 
encuentra surto, para que la medida sea efectiva. Por supuesto que la medida jurídica únicamente se puede 
tomar mediante el registro y la efectivización del embargo solamente con la inscripción en el registro de 
buques de la Escribanía de Marina. 


Otro tema es replicar eso con respecto a buques de matrícula extranjera. Honestamente, pienso en un hecho. 
¿Cuánto tiempo tiene que estar abierta la oficina? Veinticuatro horas. La oficina no puede estar cerrada ni un 
minuto al día. Yo soy un funcionario civil del Estado y cumplo el horario que marca el Poder Ejecutivo; no 
soy una unidad policial que tenga las puertas abiertas las veinticuatro horas. La Prefectura Nacional Naval, en 
su función, sí. Recuerdo que cuando se restableció la democracia lo primero que dijeron fue que el registro de 
personal pasara al Ministerio de Trabajo. En ese momento, el Ministro de Trabajo también dijo que era 
absolutamente imposible porque no podía tener abierto el Ministerio las veinticuatro horas para hacer el 
despacho de un buque, por ejemplo, a las tres de la mañana. 


En este caso sucede lo mismo. Mi oficina no está abierta las veinticuatro horas; la Prefectura, sí, y a las tres o 
a las cuatro de la mañana tiene que cumplir con esa orden que el abogado ex profeso no presentó en horario 
inhábil sino que saca el oficio del juzgado y, como explicaba muy bien hoy, la Prefectura del Puerto de 
Montevideo espera el momento en el cual pida un remolcador y está entrando, para que no sea alertado y 
huya. Este es un tema policial. El arresto es un tema material de aprehensión y de interdicción de salida. 
Llevo décadas pensando en los embargos de buques de matrícula extranjera, desde aquel artículo del profesor 
Jiménez de Aréchaga que fue el primero en analizarlo de principios del siglo XX. Como registrador y 
Escribano de Marina siempre me preocupó este tema, y he llegado al convencimiento de que no tengo la 
infraestructura para que, por ejemplo, si algo entra a las tres de la mañana y catorce minutos, quede asentado 
y en ese momento tiene que procederse a detener el buque. Entonces, yo no incursionaría en la esfera civil 
registral. La Prefectura tiene dos ámbitos: la parte registral de buques y personal, cuyo Directores es el 
Capitán Álvez, y toda la parte policial. Honestamente, he pensado mucho al respecto, y quiero decir que el 
planteo que hace el Diputado también fue analizado. 


Hoy el Almirante planteó montar un mecanismo con apoyo de Escribanía de Marina, montar en las unidades 
los principios básicos registrales, o sea el archivo y el índice, explicar a cada unidad que con respecto a este 
tema, sin perjuicio de la actuación policial de proceder a cumplir inmediatamente con la orden del Juez, se 


usen las herramientas más elementales del Derecho Registral, que son el archivo y el índice, que indican 
dónde está y cómo se archiva. El Almirante habló con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley o 
antes de empezar a estudiar la posibilidad de armar ese tema desde el punto de vista registral, que es la 
preocupación del Diputado. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- No me queda claro algo. Me refiero al caso de que pudiéramos separar 
ambas cuestiones: el arresto y el embargo. Si el Juez determina el arresto es evidente que es una 
medida policial, va a ir a la Prefectura, que la va a hacer efectiva; pero si un viernes el Juez determina 
el embargo, ¿cuál es el inconveniente en que ese embargo se inscriba el lunes en el Registro, aunque el 
barco ya se haya ido? 


SEÑOR BONIFACINO.- El embargo de buque de matrícula extranjera es igual al secuestro, según 
decía Jiménez de Aréchaga abuelo de Justino Jiménez de Aréchaga, a quien todos recordamos de la 
Facultad en un artículo doctrinal, porque no había ninguna norma legal en el país al principio del siglo 
XX, no había hasta ahora un texto que dijera claro qué pasa cuando se embarga un buque de 
matrícula extranjera. Este proyecto de ley va en esa línea de la Cátedra de Derecho Comercial a la que 
pertenecía el doctor Jiménez de Aréchaga de que exclusivamente, aun usando la palabra embargo, no 
implica una inhibición jurídica, sino una aprehensión, una medida policial. 


Por otra parte, el Uruguay ratifica la Convención de Bruselas. Entonces, en función de eso, nosotros 
respetamos el puerto de matrícula del buque. Todo buque en la popa tiene el puerto de matrícula, y como dice 
la Convención de Bruselas, allí debe estar el registro de hipotecas y demás. Si es una inhibición jurídica, 
habría que llevar adelante la medida. Estoy de acuerdo con usted, si el Juez decreta las dos cosas y quiere la 
inhibición, no me corresponde a mí, tiene que llevarla a la parte que es de inhibición jurídica al registro 
correspondiente del puerto de matrícula, y la medida policial la aplicamos nosotros. Así que, ratificada la 
Convención de Bruselas por el Uruguay, el puerto de matrícula es como si me inscriben a mí una hipoteca de 
un buque argentino. Voy a decir: "No, vayan al registro de naves en Buenos Aires", porque si ese buque es 
bandera argentina tiene que ir al puerto de matrícula, que resulta del documento y de la popa del buque, y 
registrar ahí la medida de inhibición jurídica o la hipoteca. Esa es nuestra posición. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quiero hacer una consulta, quizás una pregunta doble, referida al 
artículo 5” del proyecto que se menciona en el documento. 


En primer lugar, hay una propuesta por parte de Prefectura de hacer una modificación al literal B) del último 
inciso del artículo 5%. Es el que hace referencia a que la Suprema Corte de Justicia informará periódicamente 
a los tribunales. Ustedes proponen que se sustituya la mención que hace el proyecto del Centro de 
Navegación y de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo, por Prefectura Nacional Naval. Una 
pregunta en ese sentido es de qué manera la Prefectura Nacional Naval podría tener esa coordinación con la 
Suprema Corte de Justicia, si está en condiciones de hacerlo una vez que se apruebe esto. Y la segunda 
pregunta es qué posición tiene Prefectura respecto a si estos seguros internacionales P el club; lo digo en 
español, puede ser una buena solución para destrabar esta situación que se está dando, que origina este 
proyecto. 


SEÑOR LEBEL.- Dentro de las consideraciones sabíamos que iba a existir la duda de P4:I. Se ha 
hecho mención al concepto de los clubes de protección e indemnización. Es, ni más ni menos que la 
sigla en inglés que de hecho, como lo decía el escribano, es una reaseguradora. Pero para referirse a la 
esencia del articulado que está para aclarar quiero ceder la palabra al Capitán Álvez. 


SEÑOR ÁLVEZ.- Referente a la consulta que recién hizo el señor Diputado, queremos decir que 
entendemos que es la Prefectura, a través del Prefecto Nacional, la que tiene que evacuar la consulta a 
la Suprema Corte de Justicia. Ese tendría que ser el camino, e internamente el señor Prefecto Nacional 
Naval traslada esa inquietud por medio de mecanismos administrativos internos a la Dirección de 
Marina Mercante, y a través del Departamento de Legislación y Acuerdos Internacionales haríamos la 
consulta al grupo internacional P«I, que es el club que nuclea a trece grupos de aseguradoras, que son 
las más importantes y llevan el registro del 90% de los clubes. Creo que sería una buena medida 
llevarlo de esa manera y no tener que hacer una consulta a organismos que, como bien se decía, son 


muy prestigiosos, pero están fuera de la órbita del Estado. Creo que de esa manera salvamos cualquier 
parte de intereses que pueda haber y creo que beneficiaría lo que es la transparencia de esta medida. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quisiera saber si, según la experiencia de Prefectura, la aplicación de esta 
opción, que sería este reaseguro internacional, podría ser beneficiosa para destrabar estas situaciones 
que se están dando. 


SEÑOR BONIFACINO.- Creemos que el comercio marítimo, por los riesgos enormes que hay, ha 
creado esta modalidad de estos clubes, de este seguro mutual, en el cual los armadores no entran por 
ser armadores, sino que son calificados y evaluadas sus conductas, etcétera. Por temas de costo de los 
seguros marítimos, crearon en forma mutual estos clubes, que es una realidad, no nuestra sino en el 
mundo. 


Creemos que la ley reconoce la especificidad del tema de las garantías y, además de los seguros, los famosos 
clubes de P8z1. Además, funciona de modo tal que el asociado o armador paga, para luego reclamar al club. 
Ellos tienen normas de funcionamiento y un prestigio ganado en el mundo. Los que tuvimos que ver con 
algún incidente, vimos la presencia permanente en cualquier tipo de accidente o de daños a la carga; esto es 
una realidad en los riesgos que se presentan en el mundo marítimo. Creemos que es valiosa la incorporación 
de esta otra alternativa además de los seguros y es bueno que la tengan en cuenta nuestros Tribunales. De 
todos modos, consideramos que nosotros no representamos ningún interés: de la carga ni de los seguros; 
somos Estado. No somos representantes de los armadores ni sindicato de los tripulantes. Entonces, la propia 
posición de autoridad marítima hace que no tenga nada que ver con los intereses particulares que existen. 
Digo esto con el mayor de los respetos porque fui socio fundador de la Asociación Uruguaya de Derecho 
Marítimo. 


Este es un tema para el Tribunal y para el Poder Judicial; por lo tanto, la Corte tiene que estar asesorada por 
un organismo absolutamente imparcial sin ningún tipo de vinculación con los importantes intereses del 
comercio marítimo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Todo este tema, básicamente, lo hemos tratado por la problemática de las 
demandas laborales. En cuanto a los buques extranjeros, la única solución de garantía para el 
posterior cumplimiento de la ejecución de la sentencia es el arresto. Al respecto, sabemos que hay 
alguna iniciativa para crear un registro a fin de registrar buques extranjeros. ¿Ustedes nunca han 
tenido una opinión favorable acerca del registro de buques extranjeros? 


Por otra parte, la argumentación que vemos en este tema es que la creación de dicho registro generaría un 
costo que desmotivaría la operativa de los buques extranjeros en nuestra jurisdicción. 


SEÑOR BONIFACINO.- El panorama es el siguiente. 


Debemos tener presente que, de acuerdo con las Convenciones Internacionales ratificadas por Uruguay, el 
país que otorgó nacionalidad o bandera a un buque extranjero tiene su registro en su puerto de matrícula, 
según la Convención de Bruselas. Nosotros suscribimos la Convención en la que se establece de forma 
terminante que cada Estado determinará la nacionalidad de los buques, la tripulación y la vinculación 
auténtica entre el propietario y el país en el cual abandera. 


Reconozco que en este tipo de temas de embargos ha habido patologías, y los que tenemos más décadas en la 
Prefectura sabemos que en innumerables casos de embargos de buques extranjeros y de ejecución, hubo 
individuos que se ausentaron del país y que abandonaron el buque. Hay que recorrer nuestro puerto para ver 
el abandono de todos los buques. Reconozco que ha habido patologías, pero la gran mayoría de los casos en 
los que hemos visto de ejecuciones por deudas laborales involucraba a individuos que habían dejado de pagar 
los salarios y todo lo que correspondía a un armador de un buque. 


Tenemos limitantes porque estoy frente a una nacionalidad coreana, panameña, de otro país, y no puedo 
duplicar el registro de ellos. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Y la Convención de Bruselas? 


SEÑOR BONIFACINO.- La Convención de Bruselas dice que la hipoteca debe estar inscrita como los 
privilegios marítimos en el puerto de matrícula al cual pertenece el buque. Entonces, tenemos 
limitantes desde el punto de vista del derecho internacional en cuanto a que hay muchos de esos 
buques que tienen nacionalidad extranjera; podríamos enfrentar hasta un problema diplomático 
porque nosotros no tenemos jurisdicción, salvo la que establecen las Convenciones internacionales. 


SEÑOR LEBEL.- Voy a contar una anécdota. 


Cuando ocurrió la disolución de la Unión Soviética, quedaron surtos en el puerto de Montevideo esto es 
historia nacional porque fue un verdadero dolor de cabeza unos cuantos buques, con una gran problemática: 
no tenían país porque había desaparecido. Y ¿a quién reclamábamos? A nadie. ¿Sobre qué se podía reclamar? 
Sobre nada. Inclusive, la tripulación no tenía documentación para acreditar que pertenecía a un país. Esto es 
lo que sucede actualmente, y pongo el ejemplo de buques abanderados en determinados países que están 
surtos en nuestro puerto y que ni siquiera vuelven a sus lugares de origen. Esto sucede, sobre todo, con los 
buques pesqueros: hay algunos que quizás nunca más vuelvan a su origen. 


A su vez, se produce la fuga o la desaparición de los armadores y quedamos con una tripulación que va a 
tratar de que el sistema internacional o el país donde quedaron surtos la proteja, de modo de poder retornar a 
su país de origen. Esta es una temática que no es nueva y que se ha tratado de solucionar porque son personas 
que no solo aspiran a cobrar, sino a retornar a sus hogares. 


SEÑOR SOUTO.- Ahora estoy aun más confundido. 


Lo básico de todo esto es asegurar a los trabajadores sobre todo los de la pesca sus salarios por deudas 
laborales; ese es el tema de fondo. Según lo que yo entendí, si tenemos un registro de buques de bandera 
extranjera, podemos meternos en un problema internacional diplomático. 


A su vez, me digo: entonces, la única posibilidad que tenemos es exigir a los buques de bandera extranjera 
que tengan empresas aseguradoras fuertes, a los efectos de que si mañana tenemos algún problema laboral los 
trabajadores puedan cobrar su salario. 


Por otro lado, he escuchado que esas aseguradoras no cubren riesgos laborales; sí aseguran un desperfecto 
técnico o problemas de medio ambiente. 


Entonces, seguimos teniendo el mismo problema. Por un lado, si quiero solucionar el problema para que los 
trabajadores puedan cobrar lo que les deben, puedo tener dificultades diplomáticas y, por otro, las empresas 
aseguradores no cubren el salario del trabajador. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- De acuerdo con la información que nos proveyó el Centro de Navegación 
inclusive nos proporcionó un artículo adicional al proyecto que tenemos a consideración; obviamente, 
ustedes no lo tienen, estos clubes de aseguradores, de protección e indemnización, asegurarían todos los 
riesgos menos los créditos laborales. 


En consecuencia, si estamos atendiendo una situación particular que se está planteando en el Puerto de 
Montevideo como consecuencia de una proliferación de demandas laborales, sería bueno que hubiera otros 
mecanismos de sustitución de garantías, que fuera suficiente como para asegurar el cobro de esos créditos a 
los trabajadores demandantes. 


Quiero saber si esto es así y si ustedes lo comparten. 
SEÑOR BONIFACINO.- Quiero aclarar que no tuvimos acceso al articulado que se ha mencionado. 


Por otra parte, debemos tener presente que cuando un buque con matrícula extranjera sale de aguas 
jurisdiccionales, se regula por la legislación de su país. Es decir que, como dijo un tratadista italiano, el 
buque es un territorio flotante del país en el cual está abanderado. Por tanto, no podemos hacer nada. 


Tampoco podemos tener un registro, ya que la legislación internacional prohíbe dar dos banderas y tener dos 
registros. ¡Si habrá sido discutido este tema cuando en Argentina se estableció el doble registro! Hoy en día 
en el mundo está apareciendo el doble registro, pero a nivel internacional el buque tiene una sola bandera. 


También es bueno aclarar que a nivel internacional el privilegio marítimo de los derechos de los trabajadores 
salarios, deudas laborales, etcétera ocupa el primer lugar; esto es así en cualquier ejecución y en cualquier 
jurisdicción. Nosotros únicamente tenemos jurisdicción sobre el buque el día que entra a nuestras aguas 
jurisdiccionales. Ese va a ser el único momento en el cual ese buque puede ser detenido por deudas laborales 
a tripulantes uruguayos o extranjeros; y ese es nuestro aporte 


Por lo tanto, nuestro aporte a la justicia laboral con la cual hemos compartido los problemas de ejecución de 
este tipo de buques es facilitar como planteamos acá el proceso para que el Juez no se vea inhibido de hacer 
el remate. Si no flexibilizamos el mecanismo de ejecución del buque, se hace absolutamente imposible cobrar 
las deudas laborales. 


Tengo claro que por más que haya hipoteca y autoridad marítima todo eso me tiene sin cuidado, si el buque 
llega acá, le aplicamos nuestro Derecho; no tenemos dudas en ese sentido. Obviamente, luego se le avisará al 
Cónsul del país al cual pertenece el buque que fue rematado o lo que fuere. Nosotros siempre decimos a los 
Jueces y a los tribunales que nos consultan que no podemos actuar por un tema de soberanía y que estamos 
sujetos a que la autoridad marítima de ellos, el registro del puerto de matrícula nos mande o no información. 


Nosotros estamos dispuestos a ayudar; es nuestra manera de aportar a la solución de ese tema. Pero más de 
eso no podemos hacer porque estamos ante un buque extranjero, que tiene una bandera. Salvo los seres 
humanos, la única cosa en el mundo a la que se le da nacionalidad, es al buque; entonces, debemos tener 
cuidado. Cuando estamos ante un ser humano con nacionalidad diferente sabemos cómo manejar el tema. En 
este caso debemos hacer lo mismo: estamos ante una nacionalidad distinta, con todo lo que significa la 
protección de los buques que ejerce cualquier autoridad marítima. Muchas veces pedimos información y no 
nos contestan, porque protegen su marina mercante y su marina de pesca. 


Entonces, el tema no es tan sencillo. Entendemos a los Jueces cuando no pueden conseguir el título o 
información del registro que acredite quién es el propietario. Por eso el derecho marítimo funciona no sobre 
la base de quién es propietario sino de quién es el armador o, como dice el Código Aeronáutico, de quién es 
el explotador en materia de aeronaves; creo que la palabra exacta es esa. La persona que vino operando el 
buque, el armador del buque, el explotador, cometió una falta de pago, entonces, se le remata el buque, pero 
más que eso no podemos hacer. 


(Diálogos) 


——- El Contralmirante quiere que destaque que esto es todo lo que hemos entendido y podemos aportar para 
solucionar este tema. Lo vivimos, lo pensamos siempre y esta oportunidad fue magnífica, porque nos dio la 
posibilidad de decirles: "Señores: miren que la ejecución de buques de matrícula extranjera tiene un problema 
en cuanto a los Juzgados, sobre todo, a los Laborales" 


Hemos pensado en el tema y, honestamente debemos decir que debemos actuar dentro del marco de los 
tratados internacionales, de respeto de otras nacionalidades. También debemos tener en cuenta a los cónsules 
de cada país, que son quienes representan a las autoridades marítimas de cada país. Nosotros somos muy 
respetuosos de los temas que maneja nuestra Cancillería como las relaciones diplomáticas y demás. 


Entonces, podemos llegar hasta aquí. Cuando existe un problema comercial como este, hay un individuo 
constatado y un Juez que nos dice que existe un crédito laboral impago, nuestra colaboración consiste en 


detener al buque, arrestarlo y vigilarlo. Ahora, también estamos aportando a la ejecución. 


Por lo tanto, creemos que hay flexibilizar las normas de nuestro Código General del Proceso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algunas reflexiones. 


En primer lugar, el aporte mencionado está contenido en el artículo 10 propuesto. Allí se determina que para 
la ejecución del buque extranjero no hace falta tener el título. Descarto que este artículo no va contra la 


convención que hemos suscrito. 


Por otra parte, esto me parece bien en un doble sentido: en el del cobro de los créditos laborales y en el de 
evitar tener amarrados en el puerto buques pesqueros, acumulándolos hasta su degradación en chatarra. 


Es decir que tomo la intervención como un aporte a los efectos de solucionar más de un problema. 


En la discusión que estamos manteniendo hay dos intereses a ser compatibilizados: por un lado, el de que los 
buques que se supone que legítimamente están aplicados al negocio de la pesca puedan trabajar pescando y 
no tengan que estar amarrados en el puerto porque se le traban arrestos o embargos, y por otro, el del cobro 
efectivo de los créditos laborales, basados en las sentencias judiciales. Este es el equilibrio que tenemos que 
buscar, además de dar garantías a todas las partes. 


Hay una pregunta formulada por el señor Diputado Cantero Piali que no me quedó clara que refiere a que se 
traban juicios por cifras siderales cuando, en realidad, no corresponde, lo que impide llegar a un nivel de 
fianza que haga posible que un buque de bandera extranjera pueda continuar con su actividad. Considero que 
se trata de un emprendimiento comercial complicado. Mi obligación es abstraerme y tratar de legislar de 
manera de viabilizar los dos intereses en cuestión. 


Hay una cuestión que planteó el señor Diputado Cantero Piali y es que dado que los clubes no son garantía de 
créditos laborales, por más carta que haya, por más prestigio que tenga un club de protección e 
indemnización en la medida en que están conformadas por los propios armadores para lograr mutualidad de 
seguro en realidad nunca se terminan de cobrar. Sí los seguros sobre daños que pudieran existir, ya sea sobre 
el medio ambiente o sobre accidentes de trabajo, pero particularmente en este tema una de las observaciones 
que se nos hace es que en realidad no van a garantizar los créditos laborales que no cumpla el armador o 
quien esté llevando adelante la explotación. Planteo esto como un problema, aunque después puede haber 
otras cuestiones. 


Por mi ex responsabilidad anterior, creí que con avisarle a la Prefectura Nacional Naval porque está en una 
versión taquigráfica anterior; se supone estamos las veinticuatro horas automáticamente se comunicaba a 
todos los puertos que dependían de la Prefectura. Ahora veo que en realidad la propia Prefectura quiere que 
se informe más precisamente en forma directa al puerto en el que está operativo el buque. Digo esto porque 
en la medida en que la Escribanía está también dentro de la estructura de la Armada, la propia Prefectura 
podría dar automáticamente la información al puerto que corresponda y acto seguido abrir la comunicación a 
la propia Escribanía. Por lo menos la Prefectura Nacional Naval y la Prefectura del puerto correspondiente 
están las veinticuatro horas los trescientos sesenta y cinco días del año. 


Además, respecto al registro quisiera saber algo. Por ejemplo, soy armador extranjero y vengo a explotar acá. 
Está claro el tema de la nacionalidad, aunque el escribano decía algo que también se mencionó aquí y es que 
está volviendo a aparecer la segunda bandera. No sé en qué marco jurídico internacional se sustentan y 
tampoco el objetivo. Me ha quedado claro que esto está impedido o por lo menos así se expresa en la 
Convención, pero como fue dicho acá y el escribano lo ratifica, quería que me detallaran un poco más esta 
situación Acá se puso el ejemplo de Brasil y de Panamá como segunda bandera en algunos casos. Lo 
pregunto porque quisiera entenderlo. 


La cuestión es que cuando un armador viene a operar acá en algún lado se registra la matrícula de los buques 
que trae, la procedencia, dónde tiene la empresa el armador, etcétera. Tengo entendido que no se registra al 
propietario, no con fines de registro respecto a la disponibilidad de los bienes debido al carácter de bien 
mueble que tiene el buque, sino simplemente en el marco de ser la autoridad marítima que es la que tiene el 
contralor de quiénes operan en sus aguas y puertos. Aquí hablamos de dos registros: uno con fines registrales 
clásicos, a efectos de solicitar información para poder liberar la documentación para las enajenaciones y otro 
para que las autoridades tengan conocimiento de quiénes operan acá. 


SEÑOR LEBEL.- El escribano Bonifacino responderá las dos primeras preguntas planteadas por el 
señor Presidente de la Comisión y la restante, la contestará el Sub Prefecto en virtud de que contiene 
aspectos de carácter funcional. Siempre hago la salvedad de que todo buque está representado por una 
agencia; eso es obvio. Respecto a la modalidad de los buques pesqueros, debemos decir que tienen la 
particularidad de que hacen base. Cuando hablamos de estos buques extranjeros, en particular de 


bandera coreana o china, decimos que hacen base. Indudablemente, la modalidad de permanencia es 
una característica particular que tienen esas flotas pesqueras. Tan solo quería mencionar el caso de los 
buques extranjeros o pesqueros que tiene como base el Puerto de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Que no siempre tienen una agencia. 


SEÑOR LEBEL.- Es más: quizás todos pertenecen a un mismo grupo, pero cada uno por separado 
tiene un armador diferente y con agencias diferentes, precisamente para eludir la posibilidad de que 
ese embargo sea trasladado a otro buque. Es una realidad. 


SEÑOR BONIFACINO.- Nuestra conducta es no involucrarnos en el tema de fondo, es decir, cómo 
solucionarlo, qué garantías admite, etcétera. 


Como un pequeño aporte, por haber leído documentación marítima, puedo decirles que los ingleses debe ser 
la gente con más siglos de experiencia en todos estos contratos siempre establecen se expresa en todas las 
sentencias y en la jurisprudencia el término razonabilidad. Todo debe ser razonable cuando se lee una 
hipoteca y se establecen obligaciones; el término que ellos utilizan es el de la razonabilidad. También 
emplean permanentemente el término justicia. Creo que apostamos a que ese sea el principio rector, que 
también lo recibe nuestra jurisprudencia, en todo este tema, es decir, que exista razonabilidad en el planteo, 
que no sea desmedido o razonabilidad en el monto de la traba del embargo; el proyecto también apunta al 
monto, de qué forma se fija, etcétera. Pero respecto al tema puntual, con el mayor de los respetos, les digo 
que mi experiencia, ya sea en temas como abordajes, contaminación, siniestros, etcétera, es el fiel 
cumplimiento de los contratos. No tengo experiencia ni conocimiento como para decirles si es garantía 
suficiente o no. El señor Presidente apuntó finamente a lo que está pasando en el mundo. Nosotros decimos 
que en el mundo hay un gran problema. Cuando ustedes tienen el registro de países serios, estos cumplen con 
un principio básico, que es la relación auténtica entre propietario, el armador del buque y el país. Se cumplen 
todas las leyes laborales de ese país porque el buque, usando el tratado italiano, es territorio flotante. Eso 
lleva a que en todos los países los comerciantes que buscan la mayor utilidad lo que es legítimo procuren 
matrículas de conveniencia, en los que no haya aportes a la seguridad social, los salarios no tengan fijación y 
se pacten directamente y tampoco existan sindicatos. Vamos a ser honestos: ¿cuántas partes de la flota de 
Estados Unidos están abanderadas con la bandera americana? No llega al 20%. Eso significa que a través de 
otro país, o dentro del mismo país, hay un segundo registro. Siempre exigen tripulaciones nacionales, y como 
estas tienen su remuneración, aportes de seguridad social y legislación laboral se buscan tripulaciones 
extranjeras. Pero cuando se trata de un país serio, el registro no me permite esto. El Uruguay no lo permite, 
entonces se va a la bandera de conveniencia, uso la tripulación que quiero para lo que quiero. Disculpen las 
expresiones que estoy utilizando, pero es la realidad de la vida. O sea que la bandera de conveniencia me 
significa el saltear todos esos estatutos del tripulante, de la gente de mar. Vemos que los países, ante la 
preocupación de baja de su matrícula de buques, sobre todo mercantes, buscan un segundo registro. Este es 
un tema muy complejo. Si uno recorre el puerto ve que todas son banderas de conveniencia, en las que no 
existe esa relación auténtica entre el propietario y el país, o entre la tripulación y el país; no se cumple con las 
leyes laborales por más comisiones internacionales que hay sobre la gente de mar. Así, una potencia busca un 
país para saltear el problema de las leyes laborales. Los armadores de otros países también buscan banderas 
de conveniencia, y aparecen esas islas que uno va a buscar en el mapa porque no sabemos ni que existen. 
Podrán imaginarse qué contralores van a tener. En América también tenemos ejemplos como el de Belice que 
es una bandera de conveniencia; si se observa su flota se deduce que ese país no puede tener ese tonelaje. 
Este es el gran tema que está detrás del de la bandera de conveniencia. 


SEÑOR D'ANATRO.- Cualquier buque de bandera extranjera que vaya a ingresar a cualquier puerto 
de la República debe ser representado por una agencia marítima. Esa agencia marítima asume la 
responsabilidad de ese buque y de ese armador. Cuando ingresan los barcos, se les llama darles la libre 
plática; entra el barco a puerto y las distintas autoridades como, por ejemplo, la Aduana, Migración, 
Prefectura, Sanidad concurren a bordo. Se le exigen todas las documentaciones internacionales y 
certificaciones del barco. Cada buque es representado por una sola empresa, que normalmente es una 
sociedad anónima, para que cualquier problema que pueda existir con ese buque no pase más de ahí. 
Es decir. muchos armadores, con muchas sociedades anónimas; cada flota tiene una sociedad anónima 
aparte, independiente por cualquier tipo de inconveniente, como lo que estamos planteando ahora. 
Puede ser un embargo laboral; si no llegara a detener el buque, uno le podría entrar al próximo barco 


o a la flota. En estos casos queda truncado el poder seguir reclamando al resto de la flota. Pero sí existe 
un responsable para cualquier hecho que suceda acá con un buque de bandera extranjera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esa sociedad anónima está registrada en Uruguay? 
SEÑOR D'ANATRO.- No 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no hacía referencia a una agencia propietaria de buques, sino a una 
agencia marítima que los representara acá. Son dos cosas distintas. 


SEÑOR LEBEL.- Queda bien claro que la agencia no es la armadora; representa a la armadora y, por 
ende, su responsabilidad son los aspectos de atención funcional mientras el buque está en puerto. De 
hecho, automáticamente cuando hay problemas la agencia se deslinda rápidamente, y queda con la 
carga de haber dado determinados servicios e, inclusive, con la problemática del servicio de muelles, 
terminando de absorber esos gastos. 


SEÑOR BONIFACINO.- Salvo la ANP, que tiene una responsabilidad directa por los derechos 
portuarios a la agencia, las sentencias de nuestros tribunales son terminantes en cuanto a no 
responsabilizar a las agencias marítimas de cualquier tipo de obligación que tenga o haya originado el 
buque. Existe una jurisprudencia firme en cuanto a que al agente marítimo, no obstante su 
representante que es una persona que nosotros vemos normalmente en la actividad portuaria, en las 
sentencias siempre se le ha reconocido su función de gestor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que la responsabilidad de la agencia ante la ANP surge del marco 
legal; no lo tengo presente. La agencia no se desentiende con la Administración Nacional de Puertos. 
Quiero saber si surge de algún marco legal o simplemente de las relaciones que van a representar a 
otro mañana. 


SEÑOR LEBEL.- Tengo que confesar que esos son aspectos que tenemos que confirmar. El tema del 
relacionamiento de hecho no nos compete en el sentido que entra directamente en los relacionamientos 
de la Administración Nacional de Puertos y la agencia marítima. Vamos a deslindar competencias de 
carácter contractual que tiene la agencia con la Administración Nacional de Puertos. No conozco cómo 
esta conformada esa figura de relacionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justifico la pregunta en el hecho de que si tiene responsabilidad ante la 
Administración Nacional de Puertos, me resulta llamativo que no tenga responsabilidad ante una 
sentencia judicial. Queremos ver de dónde surge la responsabilidad: si de la acción de buena fe de las 
partes para tener admisibilidad a amarre de futuro o no. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En ocasión de visitarnos el doctor Núñez, patrocinador laboral frecuente en 
cuanto a reclamaciones ante los buques, manejamos el hecho de por qué no se recurría a la figura que 
establece la ley de tercerizaciones. Por eso cuando el Capitán de Fragata D'Anatro hizo esa referencia, 
realizó un aporte muy importante a lo que veníamos hablando, porque en el caso que desde el punto de 
vista laboral pudiera codemandarse a la agencia, no serían tan trascendente los embargos o arresto del 
buque. La participación del agente marítimo es muy importante en toda la operativa. Sin el agente, el 
buque extranjero no puede hacer la operativa, no puede ingresar ni hacer hada. Entonces, la pregunta 
va dirigida al escribano que dijo que había una jurisprudencia invariable en esa materia, pero civil, no 
laboral. 


También quisiera que me ampliaran lo referente a la participación del agente marítimo en materia laboral con 
la ley de tercerizaciones. Yo estoy casi seguro que es deudor solidario, de acuerdo con lo que prevé la norma. 
Si yo fuera actor lo demandaría. 


SEÑOR LEBEL.- Durante el transcurso de esta reunión hemos planteado nuestros aportes, pero creo 
que hemos entrado en un terreno que no nos compete. Entendemos el alcance de la ley y no 


pretendemos eludir responsabilidades, pero tenemos un límite establecido por las disposiciones y las 
leyes vigentes. 


No nos corresponde opinar sobre las tercerizaciones, pero la Administración Nacional de Puertos podría 
realizar un buen aporte; compartimos todo con la ANP, pero sería bueno que fuera dicho organismo quien 
realizara las aclaraciones. 


SEÑOR BONIFACINO.- Por las características de las agencias marítimas no agrega nada, aun cuando 
existiera esa responsabilidad que menciona el señor Diputado Cersósimo, que está encuadrado, o 
podría estudiarse, si está encuadrado en una tercerización. Lo que él hace es representar al armador en 
los trámites aduaneros portuarios y ante la Prefectura. Por nuestra experiencia y conocimiento les 
puedo asegurar que no ofrece ningún tipo de garantía una sociedad anónima en un escritorio alquilado 
supongo con muebles comprados por ellos, con registro en Impositiva, en BPS y en la ANP. Para lo que 
está en juego en el comercio marítimo, les puedo asegurar que aún cuando existiera desde el punto de 
vista legal una responsabilidad solidaria de esta gente, no hay con qué responder a las deudas 
laborales, 


SEÑOR LEBEL.- Para finalizar quiero dejar sentado que somos conscientes de la importancia de 
regular un tema de permanente actualidad como es el de embargo y arresto de buques, tanto 
nacionales como extranjeros. 


En esta presentación hemos tratado de aportar la experiencia que hemos recogido en nuestra actividad diaria 
enfocándonos exclusivamente y quiero recalcar: exclusivamente en aquellos aspectos que son propios de la 
actividad de la Prefectura Nacional Naval, tanto en su faz auxiliar de la justicia como en su función registral. 


Esperamos con ello haber contribuido con la misión de esta Comisión y aprovechamos para agradecer la 
oportunidad de estar aquí presentes y dirigirnos a ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos los aportes sugeridos por la Prefectura Nacional Naval y por la 
Escribanía de Marina con respecto al proyecto de ley que estamos considerando. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Prefectura Nacional Naval y de la Escribanía Marina) 
(Ingresa a Sala el Secretario de Organización del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines) 


——- La Comisión recibe con mucho gusto al señor José Franco, Secretario de Organización del Sindicato 
Unico de Trabajadores del Mar y Afines, a los efectos de conocer su punto de vista acerca del proyecto que 
tenemos a estudio relativo a embargos y arrestos de buques de bandera nacional y extranjera. 


SEÑOR FRANCO.- Tenemos conocimiento de que, a través de aportes que han hecho distintas 
organizaciones sociales, se está tratando la posibilidad de incorporar alguna modificación al proyecto 
inicial. 


Nosotros podemos reafirmar lo que dijimos cuando esto se comenzó a tratar. Rechazamos alguna práctica 
oportunista que han hecho algunos pseudo profesionales de las leyes con respecto a los barcos, 
fundamentalmente de bandera española, que operan en el Puerto de Montevideo. Valiéndose de la situación 
de que la tripulación es extranjera, han hecho juicios a estas empresas, fundamentalmente con la prohibición 
de zarpe, que es lo que más perjudica. Para nosotros, esto afecta al país, porque calculamos que se mueven 
más de US$ 200:000.000 anuales por concepto de los servicios que se prestan ya sea en insumos, víveres, 
combustible y, además, por el recambio de tripulaciones. Alrededor de eso hay una actividad que redunda 
divisas al país. 


Por supuesto que estas prácticas que establecen el peligro de que se retire la actividad en nuestro puerto 
merecen el rechazo de nuestra organización, pero también queremos hacer algunas puntualizaciones. 


Estamos de acuerdo con que tendrá que establecerse un fondo no sé cómo llamarlo que puedan depositar 
estas empresas que operan en nuestro puerto, a los efectos de que existan garantías cuando se hagan 


reclamaciones. Además, tenemos una actividad con barcos de bandera nacional cuya especie objetivo es la 
merluza negra y todos los días tenemos problemas. Ahora mismo, tenemos el barco "Ross Star", en la zona 
Alfa, y no le estamos brindando servicios por el hecho de que tiene deudas de miles de dólares con los 
trabajadores, en algunos casos, por meses de actividad y, en otros, por años. Entonces, estamos bregando por 
la exigencia de un fondo de garantía a los efectos de que los trabajadores puedan cobrar y no tener que ir a 
situaciones conflictivas porque, además, el sambenito de conflictivos nos lo cargan luego a nosotros. 


El 31 de diciembre, a las once de la noche, el barco "Ross Star", con tripulación que no era la de a bordo, se 
hizo a la mar y dejó el tendal desde el punto de vista de la deuda con los trabajadores. Esas lluvias trajeron 
estos lodos, porque cuando volvió y pretendía, sin entrar a puerto, hacerse nuevamente a la mar, nosotros 
evitamos esta situación a través de impedir que se le dieran suministros, que se diera atención. Claro, ahora 
nos hablan de los derechos humanos, de que hay gente a bordo que se está quedando sin agua, etcétera. Estas 
son consecuencias de una práctica que desconoce que vivimos en un estado de derecho. 


Esto corresponde a estas empresas, fundamentalmente de bandera española que operan acá. Nosotros 
hablamos de exigirles un fondo de garantía, pero hay que saber que esto se produce porque cuando toman 
tripulaciones latinoamericanas y también asiáticas que viven en condiciones peores que las que se puede 
aplicar a los peruanos, a los chilenos, la desregulación es total desde el punto de vista de los derechos de los 
trabajadores, de la relación laboral. Eso permite que algún oportunista pueda hacer ese tipo de reclamación, 
de juicios y de impedimento de zarpe a estas empresas. Nosotros decimos: habrá que ver cómo se trata de 
regular la relación laboral con estas tripulaciones. Como decía al principio, a nosotros nos colgaron el 
sambenito de conflictivos, porque reclamamos que se apliquen las leyes del país, porque reclamamos que se 
aplique la regulación en la relación laboral y porque siempre bregamos por tener convenios colectivos en 
ámbitos tripartitos, como lo establecen las leyes del país. El no querer hacerlo trae estas consecuencias y, por 
ejemplo, que no se tomen tripulantes sindicalizados. Y nosotros le hemos propuesto a la empresa la 
posibilidad de negociar y de establecer, a través de un convenio colectivo, la regulación de la relación 
laboral. 


Hemos navegado en barcos españoles, hemos vivido en España y también en Suecia; inclusive tenemos título 
de patrón de pesca y patrón de cabotaje español. Allí se establecieron lo que llaman listas terceras listas en 
algunos casos que hacen que barcos, a los que a veces se les caduca el permiso de navegabilidad por el 
tiempo que tienen, puedan, sobre todo, para pescar en caladeros no continentales, reclutar tripulaciones 
extranjeras. Y eso les permite, además, una diferenciación en lo que tiene que ver con los derechos de los 
trabajadores del país de origen. Yo creo que en los años noventa fue cuando más proliferó la adopción de 
terceras banderas y la desregulación desde el punto de vista de la relación laboral con los tripulantes. 
Entonces, para nosotros se trata de cómo se vuelve a una situación en la que se reconozcan los derechos, 
inclusive de los países de origen de las tripulaciones que se reclutan. Pero vuelvo a insistir: si esto se hiciera 
respetando o negociando y acordando con las organizaciones sociales, con los sindicatos, creemos que se 
puede reducir o eliminar la posibilidad de estos juicios. 


En nuestra organización sindical hay gente de distintas nacionalidades. Tenemos afiliados del África negra, 
inclusive algunos son delegados de la tripulación, representantes de la organización sindical. De América 
Latina tenemos chilenos, peruanos, algunos son miembros de la dirección del sindicato. Además, contamos 
con polacos, rusos, que obtuvieron su documentación para navegar en barcos de bandera nacional, y hoy 
están sindicalizados y tripulan algunos de esos barcos 


Entre quienes hayan hecho juicios a esas empresas no van a encontrar ninguno afiliado a nuestro sindicato, 
porque no es nuestra orientación hacer ese tipo de cosas. 


Como conclusión, nosotros vamos a apoyar el proyecto de ley que se oriente en el sentido de regular, pero 
pensamos que no se debe soslayar la responsabilidad de estas empresas, en cuanto a que esto es la 
consecuencia de su práctica de desregulación en la relación laboral. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quisiera saber qué relación hay entre el sindicato y estos trabajadores, 
porque se nos decía que hay trabajadores extranjeros, que inclusive están en la dirección del sindicato. 
Si bien el sindicato no interviene en esta política de demandas que ha habido como se aclaró, quisiera 
saber qué relación tienen con los trabajadores, ya que están compartiendo la misma tarea, pero tienen 
una relación desigual. 


Por otro lado quiero referirme a los aproximadamente US$ 200:000.000 que se estima que por año pierde el 
Uruguay debido a estas prohibiciones de zarpe que se hacen en el puerto. Me gustaría que nos comentara 
también cuáles son los perjuicios directos a los trabajadores uruguayos por estas prohibiciones. 


En tercer lugar, se habló de una embarcación, que sería de bandera uruguaya si no entendí mal, con la cual 
hay determinados problemas. La pregunta respecto a eso es si se requiere de una solución legal o de otras 
instancias judiciales o administrativas para solucionar ese problema que, según lo que se mencionó, están 
teniendo los trabajadores hoy por hoy con empresas de bandera uruguaya. 


SEÑOR FRANCO.- En primer lugar, quiero decir que estos tripulantes extranjeros son reclutados por 
las agencias marítimas. Parte del panorama portuario, sobre todo en la Ciudad Vieja, es ver decenas de 
trabajadores, fundamentalmente peruanos hay algunos bolivianos y algún chileno, en la puerta de la 
agencia esperando para ser reclutados en esos barcos. La inmensa mayoría no están sindicalizados. Los 
que lo están, son los que han obtenido su documentación uruguaya, que tiene residencia en el Uruguay, 
su cédula de identidad, han obtenido su libreta de embarque y, por lo tanto, tienen los mismos derechos 
que un ciudadano uruguayo. Generalmente, estos tripulantes embarcan con pasaporte. Puede haber 
excepciones en la que trabajadores sindicalizados, que pertenecen a nuestra organización, embarquen 
en barcos de bandera española, pero no se cuentan entre los que están haciendo la reclamación. 


En segundo término, quiero referirme a los perjuicios. Están los proveedores marítimos que tienen personal; 
están esos barcos que descargan hacia depósitos, es decir hacia cámaras frigoríficas; están las pandillas como 
le llamamos nosotros de la estiba o desestiba que descargan esos barcos; están los que proveen el gasoil. Por 
supuesto que después está toda la cadena de fruta, de verdura, de carne. No podemos contabilizarlo ahora, 
pero sabemos que son cientos de trabajadores que se verían afectados en caso de que se retirara esta flota. 


En cuanto a la tercera pregunta del "Ross Star", quiero decir que nosotros hemos seguido todos los ámbitos 
de negociación. Sistemáticamente, hemos hecho convocatorias porque esto no viene de ahora, son meses y 
meses de negociación en el ámbito de la DINATRA y la respuesta ha sido la permanente evasiva por parte de 
la empresa o mandar un testaferro que siempre da dilatorias y no concreta la solución al problema. || Nosotros 
hemos recurrido a la Justicia y hemos hecho juicios, pero nunca pedimos el embargo con prohibición de 
zarpe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de un barco de bandera nacional. Si se hubiera planteado 
el arresto o el embargo, y estando en la zona alfa, la Prefectura estaría en omisión. 


(Ingresa a Sala el señor Carlos Vega, Secretario General del SUNTMA) 


SEÑOR FRANCO.- Hemos seguido todos los pasos legales a los efectos de resolver el problema, pero 
nos encontramos con una labor de dilatoria por parte de la empresa, negando permanentemente una 
solución. Además, esto se ha dilatado en el tiempo. Como señalamos, la última maniobra fue salir con 
premeditación, alevosía y nocturnidad para hacerse a la mar con una tripulación no habitual. 


SEÑOR SOUTO.- En primer lugar ¿han analizado el proyecto de ley a estudio de la Comisión? 


En segundo término, quisiera saber si las empresas españolas que operan en el puerto de Montevideo 
específicamente no toman trabajadores sindicalizados en el SUNTMA. 


El señor Franco ha hablado de pseudo profesionales que aprovechan coyunturas, y me gustaría que aclarara 
el término. Digo esto porque hay una conexión entre los armadores, las Cámaras Marítimas y las empresas 
españolas. 


¿Ustedes piensan que este proyecto de ley puede viabilizar los controles, sobre todo para los trabajadores de 
la pesca que no están sindicalizados y que son perjudicados por las empresas en algún momento? De lo 
contrario ¿podría hablarse con esas empresas armadoras para allanar el camino y dar mano de obra a los 
uruguayos, sin perjuicio de que trabajadores de otros países también puedan tomar el trabajo aquí? 


SEÑOR FRANCO.- Estos tripulantes entre los que predominan los peruanos son reclutados, 
fundamentalmente, a través de las agencias marítimas, y se ha creado toda una actividad que no me 
atrevería a llamar negocio pero que, evidentemente, es parte del servicio que brindan estas agencias a 
las empresas. Además, ahí no predomina la gente sindicalizada. Podrá haber alguna excepción de 
algún trabajador peruano afiliado a nuestra organización, pero no van a encontrar a ningún 
trabajador sindicalizado que, excepcionalmente, pueda subir a esos barcos, que esté dentro de la lista 
de quienes han hecho juicio a la empresa. 


Cuando hablo de los pseudo profesionales, quiero decir que actúan sin ninguna ética desde el punto de vista 
de las leyes. ¿Por qué? Porque su negocio es valerse de la situación de estos trabajadores, fundamentalmente, 
peruanos. Entonces, les ponen la zanahoria delante de reclamaciones por cientos de miles de dólares contra 
las empresas, para después terminar negociando por mucho menos y dar al trabajador un mínimo de lo que se 
hubiera obtenido, para quedarse con la parte del león. Por eso, decimos que es una actitud oportunista y que 
se valen de la situación de indefensión de estos trabajadores extranjeros desde el punto de vista de la relación 
laboral. 


En cuanto al proyecto de ley, hemos leído algunos anteproyectos que eran prácticamente borradores. Además, 
tenemos conocimiento de que ha habido organizaciones el Centro de Navegación Transatlántica, por ejemplo; 
también sé que han venido operadores marítimos que han aportado ideas para la modificación del articulado. 
Esencialmente, estamos de acuerdo con la necesidad de regular la actividad de los barcos de bandera 
extranjera, fundamentalmente española, que operan en nuestro puerto, a los efectos de impedir la prohibición 
de zarpe en los juicios. Como contrapartida, habrá que exigir el aporte de un canon o de un fondo para que 
cuando haya créditos laborales, el trabajador no se vea perjudicado. 


SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Con relación a los perjuicios, no me quedó claro en qué situación 
quedan los otros trabajadores del barco. Me refiero a los barcos que quedan detenidos y que no pueden 
zarpar por un determinado número de días. Evidentemente, sus trabajadores no están amparados por 
el BPS y no pueden ir al seguro de paro. ¿En qué situación queda esa gente o quién la atiende? 


SEÑOR FRANCO.- Están en total indefensión; me refiero no solo a los trabajadores extranjeros 
reclutados, sino también a los del país de origen, desde el comando hasta el último marinero 
embarcado, a no ser que los amparen las leyes de su país. Desde el punto de vista de la actividad del 
barco, se pierden salarios y días de pesca y las empresas se ven perjudicadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ya he dicho a las otras delegaciones que nos han visitado, el proyecto 
de ley busca compatibilizar dos aspectos: por un lado, salvaguardar el derecho de los trabajadores a 
resarcirse de los créditos laborales pendientes, y, por otro, que los barcos no estén parados en virtud de 
las pérdidas que ello ocasiona. 


El Secretario del SUNTMA acaba de manifestar que considera necesario que exista un fondo de garantía 
contra el que se pueda ir en caso de que haya sentencia favorable a los trabajadores. 


Estamos hablando de seguros que den cobertura a créditos laborales, ya que los Clubes internacionales 
aseguran otro tipo de contingencias. Entonces, a través de este proyecto, queremos afinar los mecanismos. El 
objetivo es hacer un balance para que los créditos efectivamente se puedan cobrar y la actividad del buque se 
pueda seguir realizando. 


No les voy a contar a ustedes porque, en parte, lo aprendí de ustedes que en cuanto a los armadores, todos 
juegan a la mancha con la liebre y no la quedan nunca. Quiere decir que la Comisión necesariamente tiene 
que encontrar el punto de equilibrio para salvaguardar los dos intereses, y la misión es hacerlo de la mejor 
manera posible. 


Sin embargo, tenemos otro problema. Los buques de bandera nacional ya están regulados y está establecido 
qué cantidad deben tener de tripulación, etcétera. El problema es que se ha acercado un conjunto de buques 
de las más diversas procedencias, de banderas que no necesariamente entran dentro del patrón de lo que son 
los buques que forman parte de la flota que tiene la bandera de nuestro país. 


Entonces, quisiera saber cuántos trabajadores de nacionalidad uruguaya legal o natural hay en los buques de 
bandera extranjera. 


SEÑOR VEGA.- Agradezco a la Comisión por recibirnos. 


Antes que nada, quiero hacer una breve narración de los motivos por los que el SUNTMA, junto a otras 
organizaciones, se puso a buscar una solución de fondo a este problema. 


Más allá de que hay pocos tripulantes uruguayos arriba de los barcos españoles, creemos que el país no puede 
darse el lujo de perder un ingreso de US$ 270:000.000 por dos o tres personas que aprovechan la situación, 
compran los juicios y demás. Por ejemplo, no puedo concebir que una persona reclame US$ 400.000 en un 
juicio por créditos laborales; para que fuera así, debería haber trabajado cien años haciendo horas extra. 
Precisamente, este es otro tema que la Comisión debería analizar. Pienso que en el proyecto de ley se debe 
determinar que el fondo tenga una suma acorde al tiempo que el tripulante ha estado trabajando. 


También quiero decir que nos hemos reunido con la Comisión de Legislación del Trabajo, con la Embajadora 
de España, con algunos parlamentarios y con el Presidente y Vicepresidente de la Administración Nacional 
de Puertos, para tratar de solucionar este problema. 


Cabe aclarar que estos barcos no empezaron a venir ahora; hace veinte años que operan en el Puerto de 
Montevideo. Pero llega el momento en que alguien se aprovecha de la situación. Obviamente, los españoles 
actúan en su beneficio, sin tener en cuenta los perjuicios que podía tener. Hoy esta situación les ocasiona un 
enorme costo. Estamos hablando de que una fábrica flotante está paralizada. Ninguna fábrica deja de operar 
cuando hay créditos laborales para cobrar o juicios. Sin embargo, cuando llegue el momento de la ejecución, 
tendrá que pagar. 


Es decir que también estamos en contra de que se paralice una fuente de trabajo. Sí decimos que tiene que 
haber un fondo acorde a lo que el trabajador deba percibir. 


Ojalá podamos poner en esos buques tripulación uruguaya, porque el tripulante extranjero no deja nada en el 
país, ya que no aporta y, en algunos casos, tampoco gasta nada. Digo esto porque son barcos de mil 
toneladas, que a las cuarenta y ocho horas vuelven a zarpar. 

Por lo tanto, siempre vamos a estar de acuerdo con las iniciativas que traten de solucionar estos problemas. 
Si bien allí no hay compañeros afiliados, debemos decir que, por suerte, la imagen que tenían cambió. Hoy se 
están dando cuenta de que no es como pensaban; inclusive, hay españoles que están dispuestos a invertir en 
el país y a pedir gente al sindicato. Creemos que eso es bueno. 

Más allá de las diferencias conceptuales que por supuesto tenemos, apostamos a que exista una ley en este 


sentido y a que ningún barco tenga prohibición de zarpar, siempre y cuando tenga una garantía que cubra los 
posibles reclamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. Estaremos en contacto para tratar de 
solucionar esta problemática. 


(Se retira de sala la delegación del SUNTMA) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


